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- Informe sobre el Instituto Ceol6gko y Minero (251/000053). 
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Se abre la sesión a las diez horas y cinco minutos. 

El señor PRESIDENTE: Se abre la sesión. 
En primer lugar, antes de iniciar el primer punto del 

orden del día, deseo comunicarles que habiéndose rec.ni- 
do la Mesa de la Comisión, con asistencia asimismo de 
los Portavoces, se ha acordado proponer a la Comisión, a 
tenor de lo previsto en el artículo 68.2, una modificación 
en el ordeii del día, consistente en que se saque del mis- 
mo para ulterior reunión el punto relativo a la Comuni- 
dad Aut6noma de Cantabria, en propuestas de resolución, 
concretamente el punto 11, letra c. 

La petición original en tal sentido, que la Mesa ha he- 
cho suya, y que la Presidencia somete a la Comisión para, 
en virtud del artículo 68.2 del Reglamento del Congreso 
de los Diputados, proceder a la modificación del orden 
del día, trae su causa de un escrito del Grupo Parlamen- 
tario Socialista que literalmente leo, ya que tengo que dar 
traslado del mismo al señor Presidente del Tribunal de 
Cuentas y aprovechd la ocasión para que lo conozca, sin 
perjuicio de que materialmente se lo entregue ya, aunque 
formalicemos ulteriormente las cosas como es precepti- 
vo. Dice: El Grupo Parlamentario Socialista requiere de 
esa Presidencia solicite del Tribunal de Cuentas informa- 
ción sobre si el informe de fiscalización de dicho Tribu- 
nal a la Comunidad Autónoma de Cantabria correspon- 
diente al año 1982 fue remitido a la Asamblea legislativa 
de la mencionada comunidad y sobre las resoluciones que 
en su caso fueron aprobadas por ella. 

Trasladaré este escrito oficialmente al señor Presidente 
del Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de que le haga en- 
trega material del mismo ahora por aquello de ganar 
tiempo. (El senor Padrón Delgado pide la palabra.) 

El señor Padrón tiene la palabra. 

El señor PADRON DELGADO: La raz6n del escrito del 
Grupo Socialista de retirarlo del orden del día viene dada 
por la interpretación de nuestro Grupo del artículo 14 de 
la Ley Orgánica, según el cual, cuando las medidas de me- 
jora de la gestión pública de Comunidades autónomas, 
cuando los informes se refieran a medidas para órganos 
de comunidades autónomas, la Cámara legislativa corres- 
pondiente conocerá de estas propuestas v dictará la reso- 
lución que procedicrc. En otras ocasiones, cuando ha ha- 

bido informes relativos a gastos de fiscalizaciones de co- 
munidades autónomas, siempre hemos requerido el cono- 
cimiento en esta Comisión de si efectivamente en la asam- 
blea legislativa correspondiente ha tenido entrada el in- 
forme y qué medidas se han propuesto. En este caso en- 
tendemos respetar lo expuesto en la Ley Orgánica y, por 
tanto, deseamos conocer antes de cerrar este informe si 
la Asamblea legislativa de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria ha concedido este informe y qué medidas ha to- 
mado o qué propuestas de resolución ha formulado con 
respecto al mismo. 

El señor PRESIDENTE: ¿Está la Comisión de acuerdo 
en sacar este tema del orden del día, modificándolo y que- 
dando pendiente su inclusión en otro ulterior una vez que, 
trasladada la solicitud al Tribunal, éste haya contestado 
a la Comisión? (Pausa.) 

Así se entiende por asentimiento y queda,.en consecuen- 
cia, modificado el orden del día. 

INFORME SOBRE FISCALIZACION DE LOS GASTOS 

MENTO EUROPEO 1987 
ELECTORALES DE LAS ELECCIONES AL PARLA- 

El señor PRESIDENTE: Por consiguiente, de acuerdo 
con el orden del día subsistente, pasamos al primer pun- 
to, en el que iuego al señor Presidente del Tribunal de 
cuentas, si lo tiene a bien, nos informe o amplíe, si lo con- 
sidera pertinente, el informe sobre fiscalización de los 
gastos electorales de las elecciones al Parlamento Euro- 
peo celebradas en 1987. 

Tiene la palabra el señor Presidente del Tribunal de 
Cuentas. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): El informe de la fiscalización res- 
ponde a la exigencia legal de que, previo al pago de los 
gastos, informe el Tribunal de Cuentas. Se ha limitado 
este informe a los gastos, a las subvenciones, etcétera, en 
relación con las elecciones al Parlamento Europeo. Los se- 
ñores parlamentarios tienen en  su poder el informe y si 
desean que haga alguna aclaración sobre el mismo, con 
mucho gusto lo intcntari.. 
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El señor PRESIDENTE: ¿Hay alguna solicitud de pa- 
labra para formular alguna ampliación o aclaraci6n al se- 
ñor Presidente del Tribunal de Cuentas? (Pausa.) 

El sefior Padrón tiene la palabra, en representación del 
Grupo Parlamentario Socialista. 

El señor PADRON DELGADO: Quisiéramos una acla- 
ración respecto a la letra c), primera conclusión, donde 
se dice: Por no haberse podido aún fiscalizar las cuentas, 
por causas ajenas a este Tribunal. Como es obvio, como 
consecuencia de los gastos derivados de las elecciones tan- 
to al Parlamento Europeo como autonómicas y locales, to- 
dos los Grupos tienen interés en que el Tribunal emita el 
informe lo más rápidamente posible, ya que tiene contraí- 
das deudas derivadas de estas elecciones. Si es posible, 
nos gustaría que nos adelente en qué fecha el Tribunal po- 
drá emitir el informe definitivo para las propuestas que 
procedan. 

El señor PRESIDENTE: El señor Presidente del Tribu- 
nal de Cuentas tiene la palabra. 

El sefior PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Tomo buena nota de ello y se lo 
comunicaré al Consejero que lleva esta cuestión, a ver si 
puede fijar la fecha aproximada, que no depende tanto de 
él como de que obtenga los datos exactos en relación con 
las mencionadas elecciones, ya que se han producido fre- 
cuentes errores que han trascendido al «Boletín Oficial 
del Estado,, ha habido rectificaciones y no tiene la infor- 
mación completa. Por consiguiente, mucho me temo que 
la respuesta se podrá dar en plazo a partir de haber reci- 
bido la información completa, pero con mucho gusto me 
hago cargo de la cuestión y se lo preguntaré al presidente 
de la sección de fiscalización, que tiene a su cargo la emi- 
sión de estos informes en concreto. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguna otra solicitud de pa- 

Tiene la palabra el señor Rebollo. 
labra? (Pausa.) 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Tan s610 una 
aclaración respecto a las conclusiones que parece más 
bien que entran en una ligera contradicción con el conte- 
nido de la página 2 del informe. 

Comienza el informe diciendo que se ha tenido necesa- 
riamente que enjuiciar o informar, por lo menos, dos de 
;A procesos electorales: el primero, el que se refiere a las 
elecciones al Parlamento Europeo, y el segundo, a las mu- 
nicipales o locales, y, sin embargo, en las conclusiones de 
las letras b) y c), tal como están redactadas, parece des- 
prenderse que ello determinó una imposibilidad de poder 
decir a ciencia cierta, o.por lo menos con la relativa cer- 
teza que se le puede pedir a un informe de esa naturale- 
za, si los gastos son o no son procedentes, en tanto en 
cuanto que se introduce una cierta duda que parece ro- 
dear al apartado b) y después una frase en el apartado c) 
de las conclusiones, cuando habla de que: por causas aje- 
nas a este Tribunal, no se han podido fiscalizar cxhausti- 

vamente las cuentas, balances y documentos anejos de las 
fuerzas políticas que concurrieron a todas las consultas 
electorales. 

Mi pregunta la concreto de la siguiente manera. A ser 
posible, convendría que el resultado de un informe sobre 
cuentas de esta naturaleza tuviera o presentara, si no hay 
razones que lo impidan, una limpieza total y completa de 
cara al pueblo español. Por tanto, mi pregunta, colgada 
de la anterior, es si verdaderamente existe alguna duda o 
recelo suficientemente importante en el Tribunal como 
para no formular las conclusiones de una manera más 
contundente o más clara o menos suceptible de plantear 
dudas, de llegar a la conclusión de: bueno, sí ,  pero. .. como 
hay plazos, no hay más remedio, lo aprobamos ..., pero, a 
pesar de las dudas que tenemos, a pesar de las dudas sur- 
gidas por causas ajenas a este Tribunal -que no se expli- 
can-, etcétera, y luego decir claramente que ambas elec- 
ciones tienen una lógica - q u e  eso se dice de alguna en el 
informe, pero no se refleja en las conclusiones- en cuan- 
to a la presentación conjunta de los gastos, porque en los 
gastos de propaganda electoral, precisamente por utilizar 
el principio de economía de escala, se mezclaran los gas- 
tos de ambas confrontaciones electorales. No sé si queda 
clara mi pregunta. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Creo que sí, porque la respuesta 
está en la última página del informe; es decir, en cuanto 
a lo ingente que era la subvención a percibir en relación 
con las elecciones al Parlamento Europeo, ésta se ha re- 
ducido a hacer unas operaciones aritméticas, porque los 
datos eran completamente ciertos. Sin embargo, no ha su- 
cedido lo mismo, por causas ajenas a este Tribunal, en re- 
lacibn con las elecciones municipales. Ha faltado infor- 
mación, ha habido errores de bulto, por ejemplo, número 
par de concejales en municipios, y lo que ha hecho el Tri- 
bunal es dar el informe necesario haciendo una reserva 
contenida en el último párrafo, cuando se dice: Por tanto, 
y sin perjuicio de los ajustes que se introducirán en los in- 
formes de las elecciones municipales, con los resultados 
plenos del análisis sobre todos los aspectos que la Ley 
electoral encomienda a este organismo. 

Es en ese momento, porque cuando se hace una elec- 
ción conjunta de esta naturaleza hay unos límites en las 
subvenciones, como muy bien saben los parlamentarios, 
que van a quedar condicionados por un elemento básico 
que hace refej-encia precisamente a las elecciones muni- 
cipales, incrementado en un 50 por ciento. En virtud de 
eso y al faltar o ser incompleta o defectuosa la informa- 
ción inicial, el Tribunal resuelve la primera parte sin lu- 
gar a dudas, con toda claridad, y se reserva emitir el in- 
forme para cuando tenga todos los elementos para ello. 
Esos elementos el Tribunal evidentemente no los puede 
suponer; tiene que esperar a que la Junta Electoral Cen- 
tral se los proporcione. 
Yo no he dirigido este informe; lo ha dirigido el Presi- 

dente de fiscalizaci6n. pcro, a mi modesto parecer, está 
suficientemente claro que constituye una versión parcial 
de toda la fiscalizacih del proceso electoral que será 
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completa, transparente e íntegra cuando se formule en 
conjunto de todas las elecciones celebradas simultánea- 
mente y siempre en función de que el Tribunal pueda dis- 
poner de la información precisa y exacta que necesita. 

Esto es cuanto puedo contestar al señor parlamentario. 
Me haré cargo de cualquier aclaración ulterior o, si se sir- 
ve S .  S .  le pido que la ponga en conocimiento del Tribu- 
nal por el procedimiento habitual reglamentario al obje- 
to de que quien conoce mucho más el tema, que es el Pre- 
sidente de fiscalización, que es el que lo ha llevado direc- 
tamente, pueda contestarle en su momento. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguna otra intervención? 
(Pausa.) 

Señor Presidente, si me lo permite, querría hacer una 
pregunta, que no es tanto pegunta como un deseo de con- 
cretar. Lo que llama el Tribunal «causas ajenas a la vo- 
luntadu no son causas imputables a la presentación de do- 
cumentación de los partidos o coaliciones, entiendo, sino 
a la publicidad correcta de los datos por la Junta Electo- 
ral Central. ¿Es así? 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Feríiández Pirla): Parece ser que ésta es la causa más 
inmediata, es decir, la poca fiabilidad de los datos en 
cuanto que se han contrastado errores que, en parte, son 
rectificados. Pero parece que también la otra causa está 
operando en el fondo, es decir, que probablemente ha po- 
dido haber una doble causa que impide al Tribunal tener 
la información clara y total que le permita emitir el in-. 
forme. De todas formas, también me hago cargo de la 
cuestión, tal y como la transmite el señor Presidente, y 
será puesta en conocimiento de quien de esto sabe más 
que nadie sobre la cuestión, dicho sea con toda clase de 
respetos, por su experiencia parlamentaria, por ser el que 
ha dirigido el tema -al decir más que nadie, quiero de- 
cir en el Tribunal, naturalmente-. Creo que él me ha 
dado muchas explicaciones y me ha hablado incluso de 
una serie de dificultades por la cantidad de fuerzas polí- 
ticas, a nivel local, que no han llegado ni a mandar do- 
cumentación. Con esto quiero decir que yo no he interve- 
nido directamente en el tema. Lamento que no esté aquí 
el Presidente de fiscalización, porque probablemente él 
disiparía todas las dudas, pero creo que también las disi- 
pará en el próximo futuro. Hemos cumplido, creo, con lo 
que se nos ha pedido, que es, en definitiva, el informe en 
relación con las elecciones al Parlamento Europeo, y se 
salva la postura del Tribunal en cuanto a lo que el señor 
Rebollo ha manifestado muy bien, en cuanto a la necesi- 
dad de la máxima transparencia, la máxima claridad en 
el tema, pero el Tribunal salva el alcance parcial de esta 
fiscalización con el último párrafo, cuando dice: sin per- 
juicio de los ajustes que se vayan introduciendo, etcétera. 

El setior PRESIDENTE: Perdón, señor Presidente, no 
es tanto por insistir en el tema como porque en alguna 
medida, como Presidente de la Comisión, tengo la obliga- 
ción de velar por que el proceso de trabajo sobrc las lis- 
calizaciones vaya an relación con el Tribunal dc la mane- 

ra más fluida. Entiendo que en principio puede haber al- 
gunos hechos que pueden dificultar la emisión del infor- 
me al que se refería el señor Padrón. Puede haber dificul- 
tades materiales de volumen de trabajo. El Tribunal tie- 
ne la correspondiente sección y el correspondiente conse- 
jero y el trabajo puede ser ingente; ésa puede ser una ex- 
plicación. Otra puede ser el incumplimiento de las nor- 
mativas contenidas en la Ley Electoral para partidos y 
coaliciones sobre la remisión de justificantes de gastos. 
Esto sería algo que escaparía a las funciones del Tribu- 
nal, pero sobre cuyo cumplimiento el Tribunal entiende 
que tiene la facultad de requerir a los partidos y coalicio- 
nes la remisión de aquello que falta o la aclaración de 
aquello que esté oscuro. Otro punto sería el que ha seña- 
lado el señor Presidente del Tribunal: los datos erróneos 
publicados en el uB. O. E.» por la Junta Electoral central. 
Nos ha puesto el ejemplo de municipios con número par 
de concejales, que evidentemente es un error flagrante, 
pero que pueden ser de otra naturaleza en la medida en 
que los números-votos no coinciden, que, en todo caso, es- 
tarían pendientes de resolver no por el Tribunal sino por 
la Junta Electoral Central; esto es, puede haber o mucho 
trabajo para el Tribunal, cosa absolutamente lógica, o in- 
cumplimiento de normas por personas ajenas al Tribunal, 
entiéndase además por partidos y coaliciones, en cuyo 
caso habría, parece lo razonable, que requerir para cum- 
plir éstas, o puede haber algo ajeno al Tribunal, que es pu- 
blicación de datos erróneos por la Junta Electoral Cen- 
tral, una vez contrastada la existencia de datos erróneos 
o lo imposible del dato porque suman más los votos que 
los electores, cosa que se percibe de manera inmediata y 
cuya subsanación no depende del Tribunal. Quería plan- 
tearlo porque es misión de esta Comisión intentar estimu- 
lar a quien sea, en el lugar donde esté, a la Administra- 
ción correspondiente, al ente correspondiente, sea la Jun- 
ta General, sea el Tribunal, etcétera, para que se subsane 
en el punto neurálgico o puntos, caso de ser varios, en que 
se produzca la causa determinante. Esto es lo que quería 
decir. 

Finalmente, quería señalar que el Presidente lamenta- 
ba que no pudiera estar aquí el Presidente de la Sección 
de Fiscalización. Quede claro que no es por causa impu- 
table a esta Comisión, puesto que el Presidente del Tribu- 
nal acude acompañado de los consejeros que, queriendo 
asistir, el Presidente quiere que asistan. Es la suma de dos 
voluntades, pero que no es, evidentemente, esta Comisión, 
que siempre está abierta a que los presidentes de la Sec- 
ción de fiscalizaciones o de enjuiciamiento o cualquier 
otro consejero, que lo son con carácter previo a la elec- 
ción como Presidente, puedan asistir a las sesiones de la 
Comisión. Siempre estamos abiertos y lo seguiremos es- 
tando, lo sabe el señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Quiero aclarar que mi sentimien- 
to era porque si hubiera estado aquí el consejero que ha 
dirigido la fiscalización, que es presidente de la sección; 
lo habría aclarado mucho mejor que vo. Mi sentimiento 
es por eso, porque tcngo muchas dificultades, va que co- 
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nozco lógicamente peor el tema, puesto que no es de mi 
especialidad. 

Respondiendo a la cuestión fundamental que plantea 
el señor Presidente, que me parece enormemente acerta- 
da y constructiva, creo poder anticipar que han sido tres 
cuestiones las que han influido, es decir, un exceso de tra- 
bajo implica, en relación con las elecciones municipales, 
el número tan ingente de agrupaciones, etcétera, que ya 
no pertenecen a los partidos políticos tradicionales, a los 
partidos vecinales, etcétera, todo esto supone una tarea 
muy grande de investigación. Aparecen los errores come- 
tidos y luego yo no sé hasta qué punto - e s t o  nos lo dirá 
el presidente de la sección de fiscalización- puede haber 
incumplimiento. En principio, en ese informe -si lo leen 
los señores parlamentarios- se habla de que no se han 
llevado contabilidades separadas salvo en el caso de Herri 
Batasuna y de otra agrupación. 

El señor PRESIDENTE: Europa para los Pueblos. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Como sólo optaba a las elecciones 
europeas, no tenía problemas, pero los demás partidos no 
han llevado las cuentas separadas. Esto, evidentemente, 
creo que puede dificultar la tarea para hacer la fiscaliza- 
ción oportuna. 

El señor PPESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Rebollo. 

El seifor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Voy a inter- 
venir muy brevemente, señor Presidente, para decir que 
de esto deduzco dos cuestiones que considero importan- 
tes: la primera es que todos los partidos políticos, indu- 
dablemente, tienen unos claros deseos de que ese proceso 
de examen de las cuentas correspondientes a las confron- 
taciones electorales sea a estas alturas lo más breve posi- 
ble. Pero eso no puede de ninguna manera -y creo que 
hablo en nombre de todos los partidos políticos, y desde 
luego del mío- llevar a la conclusión de que se emita un 
dictamen que dé paso a la percepción de las subvencio- 
nes con la más mínima sombra de duda respecto a la 
corrección en los gastos que se han examinado; punto pri- 
mero. Por tanto, si existe alguna duda, nuestro Grupo Par- 
lamentario es partidario de que se aclare suficientemente 
antes de la percepción. Segundo, en el supuesto de que 
existan partidos políticos que hayan cumplido con sus 
obligaciones y otros partidos políticos, que no lo hayan 
hecho, por su pequeña dimensión o por sus dificultades 
intrínsecas, derivadas de concurrir de una forma aislada 
y fragmentada, mínima, etcétera, a algunas elecciones 
municipales, que estos últimos se puedan aislar de todo 
el conjunto de tal manera que a lo mejor no quede frena- 
do todo el proceso porque haya' alguna formación políti- 
ca que haya incurrido en errores de mayor bulto o en im- 
precisiones que todavía no Se puedan dilucidar porque es- 
tén pendientes de alguna de esas tres grandes causas a las 
que se ha referido el Presidente de la Comisión. Las dos 

conclusiones más bien las dirijo al Presidente, con el rue- 
go de que se consideren. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): El consejero, señor Bujidos, pue- 
de ilustrarnos sobre este tema. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Bu- 
jidos para hacer las reflexiones que tenga por pertinentes 
en torno a los distintos temas que se han suscitado en esta 
Comisión. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Bujidos Garay): Como consejero y por estar muy cerca 
del Presidente de la Sección de la fiscalización, voy a tra- 
tar estos problemas para aclarar que, en mi opinión, a pe- 
sar de la oscuridad que puede introducir el texto, los dos 
grandes problemas que se le han planteado al Tribunal a 
la hora de hacer esta fiscalización es la oscuridad de los 
resultados electorales que facilita la Junta Central. Se da 
el caso de que en las elecciones municipales hay conceja- 
les para los que los resultados son totalmente distintos de 
lo que ha aparecido realmente y, por tanto, las subven- 
ciones a percibir serían distintas conforme a esos resul- 
tados; es decir, que el presidente de la Sección de Fisca- 
lización o del Tribunal tienen interés de resolver estos 
problemas con la Junta Central. Ese es el primer punto. 
El otro problema fundamental que se plantea es que ante 
la ausencia de contabilidades separadas para conocer los 
resultados electorales, se puedan rebasar o no los límites 
que señala la ley. Estas dos son las grandes dificultades 
para las eleccior,es municipales y, sin embargo, no hay 
ningún problema por lo que se refiere a las europeas, por- 
que ninguna de estas dos circunstancias se dan, y por ello 
es por lo que el Tribunal no ha tenido ningún inconve- 
niente en someter a las Cortes a aprobación estos resul- 
tados de las elecciones europeas, que no tienen nada que 
ver con las municipales y que implicarían no entrar en el 
problema que señalaba antes. 

Concretando, los dos grandes temas pendientes son: di- 
ficultades que se derivan de los resultados electorales fa- 
cilitados por IaeJunta Central, y problemas derivados de 
los límites que señala la Ley cuando los gastos son supe- 
riores o no al 50 por ciento. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Re bollo. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Creo que el 
tema es importante. (Por qué no se recoge exactamente 
lo que ha dicho el señor consejero? Es decir, ¿por qué no 
se recogen en el informe estos dos puntos que digan: Elec- 
ciones europeas: ningún inconveniente, todo bien, todo 
pcrfecto, o las observaciones que haya que hacer, pero pa- 
rece deducirse que ninguna. Segundo, Elecciones munici- 
pales: queda pendiente realizar los siguientes trabajos, es- 
tamos a la espera de no sé qué, etcétera, pero que quede 
claramente diferenciado lo que son las cuentas de las elec- 
ciones europeas, en las que no hay ningún inconveniente 
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por parte del Tribunal para su aprobación y que las elec- 
ciones municipales, en donde hay una reserva que parece 
muy lógica en el informe del Tribunal, quedarían para un 
segundo momento. Eso permitiría agilizar el proceso por 
lo que respecta al primer punto, elecciones al Parlamen- 
to Europeo, y aislarlo totalmente de esos inconvenientes, 
por otra parte absolutamente lógicos, que ha puesto de 
manifiesto el consejero. Así tendríamos mucha mayor cla- 
ridad y no daríamos la sensación a nadie de que, con tal 
de cobrar, los partidos políticos pasamos por carros y 
carretas. Desde luego el nuestro no está en esa tesitura. 
(El senor C a d a  Royo pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Señor García Royo, tiene la 
palabra. 

El señor CARCIA ROYO: Señor Presidente, si me lo 
permite, me voy a retirar porque tengo Junta de Portavo- 
ces y prometo volver inmediatamente. 

El señor PRESIDENTE: Si cumple usted su promesa, 
se le permite todo; pero cúmplala, que en política es 
importante. 

{Alguna otra intervención? (Pausa.) 
Yo creo que el señor Bujidos ha expuesto de manera 

muy clara la situación tal cual es. Creo que en las pala- 
bras del señor Bujidos, miembro de la sección de fiscali- 
zación, hay elementos suficientes para que esa tranquili- 
dad que el señor Rebollo quiere introducir pueda ser re- 
flejada en las propuestas de resolución que los distintos 
grupos parlamentarios o agrupaciones presenten para la 
ulterior reunión. Creo que el Presidente comparte, como 
es lógico, las palabras del señor Bujidos (Aaentimiento.), 
manifiesta que sí, y, por tanto, creo que la tranquilidad 
la tiene el señor Rebollo por esa vía. No sé si le parece su- 
ficiente o no. (Denegación.) Pues si no le parece suficien- 
te, señor Rebollo, una de dos, o formula usted alguna pre- 
gunta al Presicente del Tribunal o propone usted algo, 
pero no podemos seguir en la intranquilidad sin buscar 
soluciones para la misma. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Quizá por mi 
culpa, no he traducido lo que yo pretendía exponer en tér- 
minos absolutamente claros. 

Señor Presidente del Tribunal de cuentas, en cuanto al 
punto c), que dice: pese a no haberse podido fiscalizar ex- 
haustivamente las cuentas, balances y documentos ane- 
jos a las fuerzas políticas que concurrieron a todas las 
consultas electorales -todas- celebradas el 10 de junio, 
por causas ajenas a este Tribunal, parece deducirse que 
aquéllas no presentan violaciones sustanciales de la lega- 
lidad vigente en materia de ingresos y gastos, mi grupo 
político rogaría que se precisara este apartado. Si es exac- 
tamente así, aplicado a todas las confrontaciones electo- 
rales, creo que es lo suficientemente grave como para que 
todo lo que se esté diciendo aquí, ante la letra escrita, ca- 
rezca de sentido. Si lo que predomina es exactamente la 
última explicación que se ha dado, que para mi ha sido 
muy clara, separando las elecciones al Parlamento Euro- 

peo de las demás, entonces dígase eso en el punto c) del 
informe, porque, así, los partidos políticos presentarán 
sus propuestas de resolución, que ya sé que es facultad so- 
berana de las Cortes, etcétera. En ente tema me gustarfa 
-y pregunto al Tribunal de Cuentas si es posible- mo- 
dificar el punto c) del informe, distinguiendo, en los tér- 
minos que el señor Consejero ha expresado, las elecciones 
al Parlamento Europeo del resto de los procesos electora- 
les, para que no haya ninguna duda de que, en lo que res- 
pecta a las primeras, se puede, con la cara muy alta, co- 
brar las percepciones que la ley establece,'(El senor pa- 
drón Delgado pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Señor Padrón, tiene la pa- 
labra. 

El señor PADRON DELGADO: Señor Presidente, yo 
creo que estamos complicando innecesariamente lo que 
es este trámite de información de un avance sobre los re- 
sultados electorales al Parlamento Europeo. El Tribunal 
de Cuentas no se ha manifestado con respecto a los gas- 
tos electorales de las elecciones autonómicas y municipa- 
les, y nuestro Grupo espera el informe que ha de emitir 
el Pleno en su momento. Por tanto, nosotros nos damos 
por satisfechos en la contestación dada a nuestra pregun- 
ta por el Presidente del Tribunal, que ha de trasladar a 
la Comisión, y esperamos la propuesta definitiva que el 
Tribunal, en el Pleno, ha de manifestar a esta Cámara. 

El señor PRESIDENTE: Señor Presidente del Tribunal 
de Cuentas, idesea decir algo? 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Femández Pida): El señor Presidente poco tiene que 
decir. Aquí hemos hecho, precisamente, esa reserva, que 
yo creo que en el fondo es una reserva casi de un sentido 
aritmético. Es decir, que ahora se da una cantidad, que 
se puede determinar con una gran exactitud, que hay una 
limpieza absoluta, pero que como hay unos límites de per- 
cepción del 50 por ciento cuando la elección es conjunta, 
cualquiera que sea el número de elecciones que tengan lu- 
gar dentro de ese proceso electoral, como hay ese límite 
y como falta información o ésta se considera insuficiente, 
el Tribunal se reserva la fiscalización exhaustiva y,  por 
consiguiente, el informe, pero no afecta en modo alguno 
a las elecciones al Parlamento Europeo. N o  obstante, 
como el señor Rebollo ha hecho una propuesta muy clara 
en el sentido de que el punto c) se pueda modificar para 
llevar la máxima tranquilidad a quien lo puede leer y 
como este informe ha sido aprobado por el Pleno del Tri- 
bunal de Cuentas, si los parlamentarios lo estiman nece- 
sario, se devolverá al Tribunal para que considere la pe- 
tición del señor Rebollo y, si es una cuestión de dicción y 
esta se puede modificar ohcluso vamos a admitir que no 
ha sido afortunada v que debe precisarse mucho más, tal 
como ha dicho el señor Rebdllo, el Pleno del Tribunal, 
oído al ponente, confirmará o rectificará. Si se consideia 
que éste es el camino, igual que se ha hecho en otras oca- 
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siones, se devuelve el informe para su reconsideración, si 
lo estiman asf los sefiores parlamentarios. 

El señor PRESIDENTE: Sefior Presidente, señores con- 
sejeros y miembros de la Comisión, el informe es una ex- 
presión de la decisión del órgano colegiado Tribunal de 
Cuentas. Consecuentemente, aquí no puede el Tribunal de 
Cuentas, en la representación de su Presidente ni siquie- 
ra de sus consejeros, modificar aquello que aprobó el Ple- 
no del mismo, es obvio, de tal suerte que, definidas las po- 
siciones de los distintos grupos parlamentarios que lo han 
solicitado, queda claro que cada uno, en el ejercicio de su 
libertad, puede expresar, por vía de propuestas de reso- 
lución, la voluntad de continuar adelante o someter a la 
consideración de la Comisión -hablo siempre de una ul- 
terior reunión- que ésta se dirija al Tribunal para que 
modifique o matice el punto c) en los términos en que ha 
i d o ,  a mi juicio personal -perdónenme esta reflexión-, 
perfectamente aclarados por el señor Presidente y por el 
señor Bujidos. Si alguien lo considera oportuno, puede 
presentarlo formalmente para una ulterior reunión de la 
Comisión; se somete a votación y el resultado decidirá si 
la Comisión se dirige o no al Tribunal con el ruego de que 
matice el contenido del punto c) de la página 13, del in- 
forme de fkcalización relativo a los gastos electorales de 
las elecciones al Parlamento Europeo. Entiendo que el 
tema queda formalmente resuelto. Las expresiones de vo- 
luntad política de los grupos corresponden a cada cual y 
no a esta Presidencia. 

INFORME SOBRE LA UNIVERSIDAD AUTONOMA DE 
MADRID 

El sefior PRESIDENTE: Pasamos al segundo informe 
que nos ocupa en la mañana de hoy, que es el relativo a 
la Universidad Autónoma de Madrid. 

Sefior Presidente del Tribunal de Cuentas, tiene la 
palabra. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Encontrándose presente en este 
salón el consejero que ha dirigido la fiscalización, señor 
Bujidos, si el señor Presidente lo permite, le traspasamos 
la palabra para que él haga la síntesis y conteste a las 
preguntas. 

El sefior PRESIDENTE: Muy bien. El señor Bujidos tie- 
ne la palabra para hacer una primera exposición. 

EL señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Bujidos Caray): Voy a hacer muy brevemente la presen- 
tación del informe de la Universidad Autónoma. Como 
SS. SS. han podido deducir de su lectura, tiene un alcan- 
ce del período 1982-84, como consecuencia fundamental- 
mente de que la cuenta del afio 1984 de la Universidad en- 
tró en el Tribunal de Cuentas en el mes de noviembre de 
1987. Yo creo que la característica fundamental de este in- 
forme es que la Ley de Reforma Universitaria que, como 

SS. SS. conocen, introduce una profunda innovación, no 
tiene vigencia en el período al que se refiere la fiscaliza- 
ción, dado que la Universidad Autónoma, tanto sus esta- 
tutos provisionales como el nombramiento del consejo so- 
rial, se hicieron en el ejercicio de 1986. Como es lógico, 
el período fiscalizado no disfruta de lo que se podría pen- 
sar como innovador e importante, como es concretamen- 
te el régimen presupuestario que se descentraliza, así 
como también la forma de la contratación de personal, 
que tambien queda descentralizada, Todo esto genera 
unos problemas en el período fiscalizado que, posible- 
mente, con la Ley de Reforma Universitaria en vigor no 
se hubieran planteado. 

Quiero decirles tambikn que esta fiscalización entra 
dentro de los programas que tiene el Tribunal al respecto 
y que, como SS. SS. conocen, recogen la Universidad In- 
ternacional Menéndez Pelayo, que ya está en su fase final, 
y también se ha iniciado la fiscalización de la Universi- 
dad Complutense, con lo cual quedan marcadas las líneas 
que el Tribunal va a seguir en materja de fiscalización de 
universidades. 

En cuanto a los problemas que plantea el informe, yo 
creo que son destaables el que se refiere a las tasas uni- 
versitarias y el que se refiere a la caja B. En cuanto a las 
tasa6 universitarias, Les anuncio también que por la im- 
portancia que tiene el problema el Tribunal ha entendido 
que debe hacerse una fiscalización específica de las tasas 
universitarias de todas las Universidades, ya que hemos 
detectado que este problema denunciado aquí puede que 
esté extendido y generalizado a las demás. 

En cuanto a la caja B, tengo que decir que no hay nada 
nuevo que no conozcan SS. SS., como consecuencia de la 
moción que en su dfa se formuló. En cuanto a la moción 
de tesorería que conocen, se refería tanto a los libramien- 
tos a justificar como a la caja B. En este punto el Tribu- 
nal sigue mostrando su inquietud para intentar erradicar 
estas prácticas que no son beneficiosas para la admi- 
nistración. 

Como presentación nada más, y me pongo a su dispo- 
sición para aclarar cualquier otro aspecto. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, sefior conse- 
jero. ¿Alguien quiere hacer uso de la palabra? (Pausa.) 
Tiene la palabra el señor Zárate. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Quería 
hacer alguna reflexión sobre este expediente en base a la 
información que solicitaré del señor consejero. Vuelve a 
plantearse, como apuntó muy bien el señor Consejero, el 
grave problema de las cajas B, que, como también indi- 
ca, tienen ya un origen antiguo en esta Comisión Mixta, 
toda vez que fue aprobada una resolución dirigida a erra- 
dicar estas prácticas de organismos autónomos adminis- 
trativos. Y así, en el informe, en la página 59, en las irre- 
gularidades observadas en el apartado a) 9, se ve clara- 
mente que estas operaciones de gastos llevadas a cabo sin 
someterse ai régimen de contabilidad y sin crédito presu- 
puestario se han hecho con cargo a ingresos que figuran 
en las famosas cajas B. La corrupción que implica esté 
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tipo de manipulaciones estriba -y se ve con claridad en 
que cuando no hay créditos, se tira del dinero de la caja 
B; cuando se quiere pagar un gasto no autorizado a un 
personal, se tira de la caja B; cuando se quieren ampliar 
contratos o contratar nuevo personal, por supuesto sin po- 
der retenerles los impuestos legalmente establecidos, se 
tira del dinero de la caja B. 

Por tanto, la pregunta al señor Consejero es sobre lo 
que él plantea en el informe de que el 60 por ciento de los 
pagos, dice en este apartado, realizados son con cargo a 
los ingresos, que tampoco están sujetos a contabilidad y 
que forman parte de esas cajas, detallados en la página 
43, apartado 3.2, donde figuran las tasas, venta de apun- 
tes y todo género de conceptos extrapresupuestarios y ex- 
tracontables, que ascienden a la cifra de 257 millones. 
Evidentemente, la pregunta mía es que de alguna forma 
no se puede saber con exactitud qué parte de esos ingre- 
sos van a financiar esos gastos, porque nos movemos en 
un orden de contabilidad completamente ajeno a las re- 
glas de 1a.contabilidad pública, y supongo que alguna la- 
bor de extraña investigación casi policíaca habrán tenido 
que llevar a cabo los funcionarios para poder intuir por 
dónde va ese dinero, porque además eso está claro en la 
conclusión de que no ha sido posible discernir en la fis- 
calización el daño al Tesoro Público al carecer, 16gica- 
mente, de antecedentes documentales suficientes. 
Yo, en el anterior período de sesiones, en un Pleno del 

Congreso de los Diputados, interrogué al señor Ministro 
de Economfa y Hacienda, para ver qué grado de cumpli- 
miento estaba teniendo la resolución aprobada en el Ple- 
no de esta Comisión Mixta en orden a la erradicación de 
este tipo de operaciones. De la contestación, desde mi 
punto de vista ambigua, del Ministro de Economía y Ha- 
cienda no deduzco claramente que se estén tomando ade- 
cuadamente las medidas que estas graves operaciones exi- 
gen. Y me pregunto, y someto a los componentes del Ple- 
no de esta Cámara, si realmente el poder legislativo re- 
presentado por las dos Cámaras en esta Comisión va a ser 
capaz de convencer al Gobierno de que haga un esfuerzo 
por conseguir que estas prácticas, que responden a una 
concepción cqmpletamente anacrónica, sigan subsistien- 
do. 

El señor PRESIDENTE: Hago la observación lógica de 
que el señor Presidente del Tribunal, o los consejeros, sólo 
están vinculados en cuanto a responder a lo que son acla- 
raciones, no a expresiones de voluntad que se salen tal 
vez un poco del contexto especiíico, pero que, dado el ar- 
dor con que el señor Zárate las ha expuesto, resultaba di- 
fícil cortarlas. 

Vamos a formular primero todas las preguntas para 
que pueda luego darle mayor sentido global a la res- 
puesta. 

El señor Molina tiene la palabra en representación de 
Grupo Popular. 

El setior MOLINA FERNANDEZ-MIRANDA: Quisiera 

En el informc se pone de manifiesto la falta de implan- 
una mayor aclaración sobre los siguientes puntos. 

tación de un adecuado sistema para el control de esos bie- 
nes inventariables. ¿Existía tal sistema de control o era 
inexistente, careciéndose del más elemental inventario 
tanto de bienes muebles como de inmuebles? 

Por otra parte, consta que dicho organismo exigió, bajo 
el título Tasas de Secretaría, dos exacciones denomina- 
das amatrículas por primera vez en el centron y uresto de 
matrículasn, exacciones carentes de amparo legal. ¿Qué 
cantidad aproximada se recaudó durante el período fis- 
calizado por tales exacciones ilegales? 

Los pagos no incluidos en las cuentas rendidas durante 
el perfodo a que se refiere la fiscalización ascienden a más 
de 267 millones de pesetas, resaltando una partida de 
160.268.1 84 pesetas por remuneraciones del personal, re- 
tribuciones que no fueron sometidas a retención por Im- 
puesto sobre la Renta de las Personas Ffsicas ni se com- 
putaron en las bases de cotización a la Seguridad Social. 
¿Se han evaluado las cantidades afectadas por los indicaa 
dos conceptos? 

La deuda a RENFE por venta de tarjetas de transporte 
y estudiantes ascendta en fecha 30 de mayo de 1986 a más 
de 93 millones de pesetas. ¿Ha sido con posterioridad asu- 
mido tal débito por el Instituto Nacional de Asistencia y 
Promoción del Estudiante o continúa subsistente? 
Y finalmente, ¿qué explicaciones se han formulado por 

la Universidad Autónoma para intentar justificar al me- 
nos la cantidad de 11.320.972 pesetas correspondientes a 
cuentas que carecen de la más mínima documentación, 
según consta en la página 31 del informe? 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, seíior Molina. 
El señor Padrón, del Grupo Socialista, tiene la palabra 
para formular preguntas. 

El señor PADRON DELGADO: Sin querer entrar en un 
debate, ya que éste no es el momento, pues estamos en 
fase de preguntas al Presidente o al consejero que ha he- 
cho la fiscalización y por tanto no voy a contestar a las 
valoraciones políticas que algún otro grupo o portavoz ha 
hecho, sí quiero formular una pregunta muy escueta en 
relación con este tema. 

En diversas fiscalizaciones se viene poniendo de mani- 
fiesto, especialmente para organismos autónomos, la fal- 
ta de sistema contable administrativo, la falta de organi- 
zación de la contabilidad, etcétera. Yo quería preguntar- 
le si de la experiencia acumulada de los Consejeros del 
Tribunal en la fiscalización de diferentes organismos au- 
tónomos o empresas, etcétera, se advierte una falta de 
preparación 'económica administrativa del personal que 
está designado en esos organismos autónomos, y si cree- 
ría adecuado que en los concursos para la provisión de 
plazas se exigiera un nivel de preparación contable-admi- 
nistrativo superior al que está vigente hasta la fecha, va 
que nos da la impresión de que de la lectura de algunas 
informaciones de estas fiscalizaciones podría interpretar- 
se la falta de preparación adecuada del personal que está 
cubriendo estas operaciones. 

El señor PRESIDENTE: Sin perjuicio de que la cues- 
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tión que suscita el señor Padrón sería más propia de una 
reflexión de carácter general del informe del artículo 13 
de la Ley Orgánica, yo creo que dado el interés que tiene 
podemos someterla a la consideracibn del señor conseje- 
ro y, por supuesto, del señor Presidente, si lo estima opor- 
tuno, para que, al .margen del pie concreto en que se vin- 
cula la Universidad Autónoma, pueda hacer las reflexio- 
nes que estime pertinente. 

Tiene la palabra el señor Bujidos. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Bujidos Caray): Muy brevemente, del tema de la caja B 
lo único que tengo que decir es que los funcionarios, cuan- 
do se hacen las fiscalizaciones de cajas B, hacen una la- 
bor de investigación con los datos que presenta el orga- 
nismo auditado. En este caso concreto, primero, creo que 
se hace constar en el informe, por pahe de la Universi- 
dad hubo una absoluta colaboración. El Tribunal no des- 
cubrió una caja B. El Tribunal en realidad detecta que 
existe la caja B porque la propia Universidad no puso nin- 
gún inconveniente en poner de manifiesto que existía. Es 
más, si SS. SS. han leído con detenimiento una parte, se 
observa cómo la Universidad vive con la caja B y cuando 
tiene que formalizar a presupuesto un pago, lo considera 
normalfsimo, y si no lo puede formalizar porque no se 
dan los requisitos legales suficientes, ese dinero, dicen en 
las alegaciones, vuelve otra vez a la caja B. Entonces, en 
este caso concreto yo lo que les quiero dejar muy claro es 
que nosotros no hemos hecho una labor policiaca, sino 
simplemente hemos detectado una realidad que constr 
aquí y de la cual se derivan los problemas lógicos que ten- 
dremos luego oportunidad de comentar. 

¿Existen más ingresos y pagos que los que ha detecta- 
do el Tribunal? Pues yo no me comprometería a afirmar 
ni que sí ni que no, dado que, como ustedes conocen per- 
fectamente, la característica de una caja B es que no está 
sujeta a ninguna norma ni a ninguna regla y se anota en 
ella lógicamente lo que el administrador estima oportu- 
no. Por tanto, su naturaleza tiene unos riesgos objetivos 
de una importancia trascendental, que es por lo que creo 
que todos estamos de acuerdo en que es necesario erra- 
dicarla. 

En cuanto a las preguntas que me formula el represen- 
tante del Grupo Popular, estimo lo siguiente. La Univer- 
sidad no tenía, cuando llega el Tribunal, un inventario y 
lo que sí tiene, porque lo dice el informe, es un proyecto 
informático para intentar corregirlo. En este punto las 
alegaciones de la Universidad son claras. Se encuentra 
con que la Orden Ministerial de septiembre de 1978, que 
no regula la contabilidad patrimonial, no establece nin- 
guna norma, simplemente señala que debe llevarse una 
contabilidad patrimonial, al no establecerse con posterio- 
ridad normas al respecto, la Universidad alega que la fal- 
ta de personal técnico a la que aludía el señor Padrón le 
ha imposibilitado establecer un inventario de sus e n e s  
concretos. En realidad lo único que les puedo decir es que 
no existe un inventario, no existe una contabilidad patri- 
monial; lo único que nos dicen en las alegaciones es que, 

dada la importancia del tema, existe un proyecto infor- 
mátivo para corregirlo. 

El tema de las tasas de secretaría es una cuestión que 
como ustedes pueden imaginarse nos ha preocupado ex- 
traordinariamente, y yo sobre este punto quiero aclarar- 
les que en materia de tasas existen unas tasas de secreta- 
ría, que se denominan matrículas por primera vez y resto 
de matrículoas, y el Tribunal, después de estudiar esto 
con pleno detenimiento, entiende que estas tasas no tie- 
nen amparo legal, ninguna de ellas, de 1s que se detectan; 
su recaudación creo que asciende a unos 100 millones de 
pesetas y en principio se da que o bien no se produce el 
hecho imponible para que esa tasa pueda ser exigida o 
bien se recauda con duplicidad. Ante esto, y yo no dudo 
de que indudablemente los textos pueden inducir a con- 
fusión, el Tribunal, consciente del problema que se podía 
plantear, ya les anuncia que está revisando todas las ta- 
sas de las universidades españolas, y les anticipo que es- 
tos problemas se dan en varias. Entonces, lo fundamen- 
tal es que se está, en opinión del Tribunal, exigiendo in- 
debidamente unas tasas y quizá como disculpa funda- 
mental es que la legislación al respecto no tiene mucho 
de clara. 

En cuanto a la pregunta que me formula sobre los pa- 
gos realizados, que ascienden a 267 millones, de los cua- 
les el 60 por ciento son remuneraciones del personal, efec- 
tivamente no se han retenido impuestos ni se ha liquida- 
do Seguridad Social al respecto. Sobre este tema, como 
se hace constar en el informe, el Tribunal de Cuentas da 
conocimiento al Ministerio de Hacienda para que, en vir- 
tud de los datos que tienen, se formulen las liquidaciones 
correspondientes. No le ha preocupado al Tribunal entrar 
en este problema, porque, como SS. SS. conocen, la liqui- 
dación del Impuesto sobre la Renta de Personas Físicas, 
por su carácter progresivo, exigiría determinar quiénes 
son los perceptores y acumular esas percepciones a las 
percibidas con anterioridad para determinar los tipos a li- 
quidar. Esto por un lado. 

En cuanto a la Seguridad Social, como también SS. SS. 
conocen, las liquidaciones al respecto dependen de las 
percepciones que se hayan realizado, y como la postura 
del Tribunal en este sentido es poner el conocimiento de 
estos hechos ante el Ministerio de Trabajo y ante el de Ha- 
cienda, en realidad no existe cuantificación de las canti- 
dades que no han sido liquidadas. 

La pregunta que me hace sobre RENFE, si se dice en 
el informe de la deuda que tiene con RENFE. La Univer- 
sidad ya se ha hecho cargo, a partir de 1987, de las sub- 
venciones; ha presupuestado crédito para hacer frente a 
estas subvenciones, pero esta deuda creo que sigue pen- 
diente por el debate que existe de quién debe de pagarla, 
si el INAPE o si la Universidad Autónoma. La época de 
esta deuda corresponde al INAPE y, por tanto, está sin li- 
quidar. En el momento en que se termina la fiscalización 
por el Tribunal la deuda permanece pendiente de li- 
quidar. 

En cuanto al tema que plantea de endeudamientos a 
justificar, hay 1 1  millones de pesetas que cuando se temi- 
na la fiscalbación están pendientes de justificar y la Uni- 
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versidad a este respecto en sus alegaciones dice que ya 
está todo justificado y sólo queda un millón pendiente. A 
este respecto, como se hace constar en el informe, el tri- 
bunal hará pieza separada al respecto y sobre todos los 
problemas derivados de estas faltas de justificación se tra- 
mitarán como tales piezas separadas por si pudieran exis- 
tir indicios de responsabilidad contable una vez que se 
tramiten por este camino. 

Por último, en cuanto a la pregunta que me hace el se- 
ñor Padrón, yo creo que sí, que en el fondo está latiendo 
una realidad en toda la Administración Pública, y es que 
quizá no se ha prestado a la contabilidad el respeto y la 
atención que merece en cuanto a que es necesario tener 
personal especializado, y en este punto si notamos que 
muchas veces los defettos son verdaderamente despropor- 
cionados, teniendo en cuenta que posiblemente, y yo aquí 
sólo puedo dar, si ustedes me lo piden, una opinión per- 
sonal, la preparación en la mayoría de los casos no es la 
más adecuada. (El senor De Zárate y Peraza de Ayala pide 
la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Si no le molesta, señor De Zá- 
rate, me ha pedido antes la palabra su compañero del 
Grupo el señor Rebollo; luego se la doy a usted. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Señor Presi- 
dente, yo quisiera preguntarle al senor consejero, muy 
brevemente, en relación con las conclusiones cuarta, 
quinta, sexta y séptima, que me parecen realmente gra- 
ves, sobre todo la cuarta y la séptima, puesto que dentro 
del informe, en la página 39, se dice que a propósito de 
las prácticas irregulares que configuran las llamasa cajas 
B, por su gravedad y extendida implantaci6n en los orga- 
nismos autónomos, fueron objeto, junto con otras irregu- 
laridades relacionadas con la gestión de tesorería, de una 
moción elevada por este Tribunal a las Cortes Generales 
el 21 de julio de 1986. Teniendo eso muy presente y te- 
niendo presente también la afirmación del señor conseje- 
ro en el sentido'de que la legislación no era suficiente- 
mente clara en este aspecto, me voy a conclusión quinta, 
en donde dice: La elaboración de presupuestos rigurosos 
que se ajusten a la realidad de la Universidad Autónoma 
y tengan en cuenta sus recursos y prioridads ... Esta frase, 
<<que se ajusten a la realidadu, me lleva a formular la si- 
guiente pregunta: jno cree el señor consejero que una de 
las razones de que exista esta falta de rigor en las cuen- 
tas de la Universidad Autónoma, y posiblemente de otras, 
se debe, en una parte importante, a la existencia de pre- 
supuestos inadecuados, faltos 'de realismo y, por tanto, 
desde el ángulo operativo esas prácticas cuentan con la 
circunstancia atenuante de unas partidas presupuestarias 
no solamente insuficientes, sino inadecuadas? 

l 

El señor PRESIDENTE: El señor Záratc tiene la pa- 
labra. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Como 
en mi intervención anterior formuli. una pregunta al se- 
ñor consejero, entiendo que quizás no he sido satisfecho 

con precisión en la contestación, porque yo le pregunta- 
ba de modo muy concreto que la práctica de la auditoría 
en el conjunto de operaciones que aparecen en el informe 
como cajas B, necesariamente tendría que suponer un es- 
fuerzo adicional, toda vez que él pone de manifiesto que 
no tiene -lógicamente no puede tenerl- el soporte do- 
cumental para trabajar, en función de que estas operacio- 
nes no están reflejadas en contabilidad y, lo que es tam- 
bién muy significativo, que ni siquiera estas cajas son so- 
metidas en ocaciones al arqueo, no hay actas de arqueo, 
con lo cual no se puede constatar ni siquiera la posible 
contabilidad que internamente pudiera llevar la Univer- 
sidad. De aquí que la conclusión a la que llego es que el 
informe de auditorfa no llega al fondo de las posibles irre- 
gtlaridades por esta via, toda vez que la contabi!idad no 
lo refleja. 

El señor Presidente: Tiene la palabra el señor Bujidos 
para contestar, si es tan amable. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Bujidos Caray): Contesto primero al senor Zárate, para 
no perder el hilo. 
Yo creo que estamos de acuerdo y he contestado afir- 

mativamente a lo que dice. Desde el momento en que el 
Tribunal hace una fiscalización y ve que existe una caja 
B, hay dos formas: o el organismo auditadp dice que exis- 
te y automáticamente se trabaja con esos datos o el orga- 
nismo auditado no dice nada y, como consecuencia de la 
fiscalización y de las comprobaciones correspondientes, 
al tirar de los hilos sale el ovillo. Lo que yo quiero decir 
es, primero, que estoy totalmente de acuerdo (es elemen- 
tal y creo que lo he dicho) y que cuando existen cajas B 
nadie puede tener constancia de que están recogidas en 
ellas todas las operaciones. Segundo, el trabajo a realizar 
por el Tribunal,.si tiene una resistencia por parte del ente 
auditado, es muy duro y muy difícil, y se va viendo a me- 
dida que los cruces de las informaciones correspondien- 
tes se va detectando la existencia de esos posibles datos. 
Sin embargo, le contesto afirmativamente a lo que me 
pregunta. Es muy complicado trabajar si no se cuenta con 
colaboración, y nunca se puede decir que con una caja B 
no se corra el riesgo de dejar sin recoger en ella todas las 
operaciones realizadas, porque la caja B se caracteriza 
precisamente por eso, porque al no tener unos soportes y 
unos controles adecuados permite la posibilidad de regis- 
trar las operaciones que se estiman pertinentes. Es decir, 
el grave problema de la caja B, con las características pro- 
pias de no liquidarse los impuestos y la Seguridad Social, 
es que nadie puede tener nunca la certeza de que se están 
recogiendo en ella todas las operaciones realizadas. 

En cuanto a la pregunta que me formula el senor Re- 
bollo, yo entiendo -v esto tendría que ser, en todo caso, 
una opinión personal- que la falta de rigor de los presu- 
puestos nunca se debe justificar porque existan unas ope- 
racioces al margen. Yo entiendo que se pueden formu- 
lar- v la Universidad podía hacerlo perfectamente unos 
presupuestos mucho más rigurosos, teniendo en cuenta , 

que en esa época, a pesar de tener una centralización pre- 
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supuestaria, tenían la autonomía adecuada para hacer las 
modificaciones presupuestarias, lo cual significa que es- 
taban en perfectas condiciones de eludir las cajas B, por- 
que podían modificar los presupuestos en la medida 
correspondiente cop los propios recursos que obtenían y 
que no afloraban en los mismos. Entiendo que no hay nin- 
guna razón y que es falta de rigor al hacer los presupues- 
to. Entiendo que la razón de ser la actividad económico- 
administrativa pública es sujetarse a este rigor porque, si 
no, creo sinceramente que de poco sirve la actividad que 
realiza el Tribunal y de poco sirve la propia actividad eco- 
nómica si no se enmarca dentro de una rigurosidad 
presupuestaria. 

INFORME SOBRE LOS ORGANISMOS GESTORES DE 
LA PROTECCION CONTRA EL SINDROME TOXICO. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al punto siguiente: 
Informe de fiscalización sobre los organismos gestores de 
la protección contra el síndrome tóxico. Tiene la palabra, 
si lo conmdera oportuno, el señor Presidente del Tribunal. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pida): Esta fiscalización es complemen- 
taria de la auditoría que en su día hizo la Intervención Ge- 
neral de la Administración del Estado y en ella se ha in- 
sistido en las anomalías que la Intervención General ma- 
nifestó en su trabajo. Se ha actuado sobre la documenta- 
ción disponible en Madrid, tanto en la sede central como 
en la dirección provincial, que viene a representar en tor- 
no al 70 u 80 por ciento de todas las operaciones. No hace 
falta que yo recuerde a los señores parlamentarios cómo 
aparece el síndrome tóxico y cómo a lo largo del tiempo 
se fueron tomando medidas conforme eran conocidos los 
efectos del mismo. Esto explica que no pudiera haber una 
planificación inicial y ,  como consecuencia, los distintos 
programas de diversos organismos que, a lo largo del 
tiempo y en relación con ese desgraciado acontecimiento, 
se han ido haciendo. 

En el informe que tienen los señores parlamentarios en 
su poder se hace una breve historia de la evulución de la 
gestión administrativa, económica y contable del síndro- 
me y de los organismos por los que pasó y, por últino, se 
aclara que en la actualidad es el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, por medio de la oficina de gestión, el 
que tiene a su cargo las ayudas económicas de todo géne- 
ro, incluidas las de farmacia prótesis, etcétera, salvo las 
que corren a cargo de la Seguridad Social conforme a su 
normativa. En la actualidad, la normativa a niveles de 
instrucciones y circulares se dictan por la oficina de ges- 
tión, que comienza en el año 1986, con lo que se está sen- 
tando un criterio unidad y perfeccionamiento en esta ges- 
tión. Esta misma oficina está realizando la importante ta- 
rea de reestructuración central y provincial, contando ya 
con funcionarios exclusivamente a su servicio. Se ha pre- 
sentado a los señoresparlamentarios un esquema de la or- 
ganización actual que tiene la oficina de gestión del sin- 
drome tóxico. 

Si entramos ya en la consideración de los defectos se- 
ñalados por la auditoría referente a los años 198311985, 
hemos de decir que se pofien de manifiesto errores y de- 
ficiencias en las imputaciones contables, que consisten 
fundamentalmente en cargar como gastos corrientes lo 
que constituyen auténticas inversiones inventariables. 
También se ponen de manifiesto los diferentes criterios 
de valoración que se siguen en los distintos centros en or- 
den a la transmisión e inventarización de material mobi- 
liario, ordenados por el Real Decreto 415 del año 1985. 
Se han manifestado también deficiencias en la imputa- 
ción contable en los gastos de investigación y docencia. 
La auditoría acusa deficiencias y anomalías en la gestión 
de los deudores por prestaciones, hallándose pendientes 
de cobro determinadas prestaciones como consecuencia 
de ayudas a perjudicados por el síndrome tóxico que te- 
nían también prestaciones por otros organismos, de 
acuerdo con la legalidad vigente. Como los seíiores par- 
lamentarios tendrían ocasión de leer en la auditoría, si no 
lo han hecho ya, se está intentando el reintegro de estas 
cantidades, habiendo 897 deudores por más de 138 millo- 
nes de pesetas, entre los cuales b y  16 cuyo reintegro se 
está exigiendo y que supera el débito al millón de pese- 
tas. La Tesorería General de la Seguridad Social ha esta- 
do financiando los déficit constantes y crecientes de la 
gestión del síndrome tóxico, que ha llegado a un importe 
de este proceso de financiación del déficit de 4.000 millo- 
nes de pesetas. También se están financiando las diferen- 
cias entre los pagos y las percepciones de subvenciones. 
Se hallan pendientes de la adecuada conciliación la cuen- 
tas de diversos acreedores y deudores. Se han determina- 
do también retrasos en el ingreso de las cuotas de Segu- 
ridad Social y de las retenciones del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas del personal que está tra- 
bajando en el tema. Se ha evaluado aproximadamente el 
coste del tratamiento de los efectos del síndrome tóxico, 
que pasa de los 32.000 millones de pesetas acumulando 
los pagos realizados por la Seguridad Social. 

En esta fiscalización que tienen delante los señores par- 
lamentarios se contienen unas recomendaciones que ha 
considerado conveniente hacer el Tribunal. También tie- 
nen los señorel parlamentarios las aleaciones presenta- 
das por el Instituto Nacional de la Salud al informe pro- 
visional que en su momento les fue remitido. Como el ar- 
tículo 12 impone al Tribunal -y aquí ha sido recordado 
en alguna ocasión- no solamente exponer las irregulari- 
dades observadas, sino también - e n  su párrafo segun- 
do- la propuesta de la responsabilidad en que a su jui- 
cio se hubiese incurrido y las medidas para exigirla, esta 
Presidencia del Tribunal entiende que debe informar tam- 
bién a 18s setiores parlamentarios de la postura del fiscal, 
toda vez que la sección de fiscalización sigue el principio 
de uinquisitiou y es la aacusatiou la que corresponde al 
Fiscal General destacado en el Tribunal de Cuentas. 

Pues bien, en relación con el tema el fiscal dice.-leo 
párrafos principales de su informe- que todo el régimen 
económico del síndrome tóxico ha surgido como conse- 
cuencia de la aparición de una enfermedad variada y des- 
conocida, al menos en sus orígenes, que ha afectado a gran 
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número de personas y que la intervención económica del 
sector público hubo de ser creada apresuradamente, des- 
conociéndose su alcance y duratión, amoldándola poste- 
riormente a las nuevas circunstancias, de hecho, que pue- 
den ir surgiendo. Teniendo su justificación en el fin social 
de ayuda a los afectados, ello explica el conjunto de com- 
plejidades y dificultades de todo género y la multitud de 
normas que se han tenido que tener en cuenta. Todo ello 
se recoge ciertamente en el informe que tienen ustedes. 
El fiscal reconoce que se está en un proceso de corrección 
de las deficiencias observadas y en una evidente mejora, 
a través del tiempo, en el control interno de toda la ges- 
tión relativa al síndrome tóxico. Añade que si se tienen 
en cuenta las improvisaciones imprescindibles en toda 
nueva implantación, la variedad de actividades que re- 
quería la atención de los enfermos y el monto total del 
movimiento económico, hay que concluir que las irregu- 
laridades y ertores contables que se señalan en el infor- 
me no son excesivos para lo que cabría esperar. No obs- 
tante -dice- esta fiscalía considera necesario que se ha- 
gan las correcciones, rectificaciones, asientos y concilia- 
ciones que se señalan en el informe. Agrega que se lleve 
a cabo un complemento de fiscalización y seguimiento ex- 
haustivo por si pudieran surgir responsabilidades conta- 
bles, que aparentemente no surgen de este informe, en lo 
relativo a los gastos de investigación que se recogen en el 
folio 79 y siguiente, donde en algunos casos pudieran ha- 
berse hecho pagos indebidos o coincidentes. Para esto no 
es suficiente un análisis de los resultados globales sino un 
estudio pormenorizado de cada uno de los realizados, en 
los que surjan los nombres y las fechas de los ordenado- 
res, interventores y perceptores de todos los contratos ce- 
lebrados y de todos los gastos realizados, en los que las 
partidas que se recogen en el cuadro del folio 85 queden 
totalmente explicadas y clarificadas. En cuanto a la com- 
pra de bienes corrientes y servicios, concluye la fiscalía, 
referidas en el folio 90 y siguientes, es necesario determi- 
nar exactamente lo realizado sin justificante suficiente y 
en caso de que éste no exista concretar los interesados 
para poder iniciar los correspondientes procedimientos 
de responsabilidad contable. 

Hecha esta presentación, me someto a las preguntas 
que deseen hacerme los señores parlamentarios. 

El señor PRESIDENTE: iSolicitudes de palabra? (Pau- 
sa.) Tiene la palabra, la señora Rudi, en representacibn del 
Grupo Popular. 

La señora RUDI UBEDA: Tras la exposición que ha he- 
cho el Presidente del Tribunal de Cuentas y observando, 
tal como dice el comienzo.del informe, las especiales ca- 
racterísticas que tuvo el proceso de la colza y todas las 
medidas urgentes que hubo que' tomar, quería simple- 
mente plantear dos cuestiones muy concretas. 

Observamos, en el desarrollo del informe, que la legis- 
lación que se ha venido aplicando en este tema ha sido 
prolija y cambiante desde el año 1981 hasta el último real 
decreto del año 1986. Yo no s¿. si esta evolución ha su- 
puesto una clarificación en cuanto a la gcstión de las do- 

taciones presupuestarias que están afectas a esta comi- 
sión, a todo lo que hace referencia al tristemente famoso 
caso de la colza. 

Por otro lado, quisiera centrarme en algo que ya ha di- 
cho el Presidente del Tribunal, que es quizá lo que más 
salta a la vista tras la lectura del informe, y es lo referen- 
te a la docencia e investigación. Yo no sé si por parte del 
Presidente del Tribunal se nos podría ampliar algo más 
la información que se nos adjunta en cuanto a las inci- 
dencias que parece ser quedan sin comprobar o, por lo 
menos, con algunos puntos oscuros en cuanto a los pro- 
cesos de investigación, que algunos parece ser que figu- 
ran en curso habiendo sobrepasado ampliamente -y leo 
textualmente el informe- los plazos establecidos e inclu- 
sive faltando justificantes suficientes para acreditar el 
empleo de determinados anticipos. Pediría, por tanto, am- 
pliación sobre este punto séptimo de las conclusiones del 
informe del Tribunal, 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Prr- 
sidente del Tribunal de Cuentas. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Muchas gracias, señora Rudi, por 
su interés por el tema y también por las preguntas que 
me formula, que son muy fáciles de contestar. 

En efecto, como decimos, la legislación cambiante (así 
también lo reconoce el fiscal), prolija, etcétera, ha com- 
plicado extraordinariamente la gestión contable, las apli- 
caciones presupuestarias, todo el desarrollo administra- 
tivo en sentido amplio; esto es precisamente lo que deci- 
mos en el informe. Dentro de esta realidad, el Tribunal 
ha agotado con sus medios, siempre escasos, las posibili- 
dades de investigación y ha destacado lo que a su juicio 
considera más llamativo. 

En cuanto a la siguiente cuestión, la señora Rudi toca 
el mismo tema que el señor fiscal. Es decir, que en el pro- 
ceso de investigación (no sé exactamente el número de mi- 
llones que figuran, cuánto es lo que se ha gastado en el 
proceso de investigación) el Tribunal ha destacado que se 
ha contabilizado mal y ha tenido que estar depurando la 
contabilidad para obtener por separado los gastos hechos. 
Como el fiscal dice, no vale una afirmación global y pro- 
pone -ver que la señora Rudi también- que de algún 
modo se penetre más hondamente en el tema, por si hu- 
biera lugar -puede suceder-- a algún reintegro por 
alcance. 

Yo no soy el autor del informe, que no se encuentra pre- 
sente en esta sala; por consiguiente, siento muchísimo no 
poder hacerle alguna ampliación sobre el tema. Sólo sé es- 
tas generalidades que vienen en el informe y que el fiscal 
también participa, tal como acabo de decir, en la inquie- 
tud de profundizar más en esta cuestión, aclarar más, por 
si hubiera responsabilidades contables que exigir, natu- 
ralmcnte, a nivel personal. Creo que con esto he con- 
testado. 

El scnor PRESIDENTE: Ticnc la palabra la señora 
Rudi. 
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La señora RUDI UBEDA: Creo que va a ser difícil que, 
tras lo manifestado por el Presidente del Tribunal, se me 
pueden dar aclaraciones. Supongo que, en el buen funcio- 
namiento de esta Comisión, será posible que mi Grupo 
pida por escrito tanta cuanta información pueda ampliar 
este informe, si es necesario. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, seriora Rudi 
por el juicio de valor. Le recuerdo que, siguiendo las pau- 
tas habituales, dispone el Grupo de un plazo prudente 
que, si le parece, estimaríamos en 72 horas, es decir, lo 
que queda de día laborable a efectos parlamentarios de 
la semana, para que podamos remitirlo al Tribunal, éste 
pueda contestar y pueda venir a la siguiente reunión, que 
no es gana de tener prisas sino calendario. 

INFORME SOBRE CONTRATOS CELEBRADOS POR 
LA DIRECCION GENERAL DE LA SEGURIDAD DEL 
ESTADO PARA LA CONSTRUCCION DE LA ESCUELA 
SUPERIOR DE POLICIA EN DEHESA DE LA ZURRA 
(AVILA) 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la siguiente fiscali- 
zación, que es la relativa a los contratos celebrados por 
la Dirección General de la Seguridad del Estado para la 
construcción de una escuela superior de Policía en la Do- 
hesa de la Zurra, provincia de Avila. Tiene la palabra el 
señor Presidente del Tribunal de Cuentas. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Al amparo de del terminología 
que se expone en el número 1 del artículo 12, el Tribu- 
nal considera este informe incluido en la categorfa de nota 
y se refiere al examen de un conjunto de contratos cele- 
brados por la Dirección de la Seguridad del Estado para 
la construcción y amueblamiento de una escuela superior 
de Policía. Como se dice en el informe, esta fiscalización 
se ha hecho examinando el proceso de celebración de los 
contratos, sus sucesivas ampliaciones, su ejecución y, en 
su caso, la recepción de las obras termidadas. Hay que 
destacar, inicialmente, que en año 1979 el Subsecretario 
de Orden Público del Ministerio del Interior encargó a un 
arquitecto de Alicante la redacción de un proyecto para 
la construcción de la futura escuela superior de Policía. 
Este encargo se hizo como proyecto unitario y determi- 
naba un presupuesto de ejecución ligeramente superior a 
los tres mil mill8nes de pesetas y unos honorarios de pro- 
yecto de algo más de setenta y un millones. Sin embargo, 
este proyecto no se realizó como conjunto unitario, como 
saben los señores parlamentarios. Hubo un cambio de cri- 
terio al variar la titularidad de la Dirección de la Segu- 
ridad del Estado y se sustituyó por una serie de proyec- 
tos parciales, independientes, referidos a las distintas zo- 
nas del complejo y también a la contratación diferencia- 
da por fases en las que fue dividido el proyecto. (El señor 
Vicepresidente ocupa la Presidencia.) Las actuaciones co- 
mienzan con el replanteo que se hace el 13 de noviembre 
de 1981 para la primera rase de las distintas zonas; el 29 

de septiembre del ano 1982 para la segunda fase, y el 4 
de marzo de 1983 para la tercera. La terminación de la 
ejecución excedió de los plazos previstos(e1 detalle lo tie- 
nen los señores parlamentarios en el informe) ya que las 
obras fueron concluidas, según las certificaciones expedi- 
das, en julio y octubre de 1985 y en marzo de 1986. 

En la fiscalizacción del Tribunal de Cuentas se destaca 
que el aius variandin del que ha hecho uso la Administra- 
ción no aparece plenamente justificado en todos los ca- 
sos; asf se dice en la página 29 del informe. Y no parece 
plenamente justificado este uius variandin por el cambio 
de funcionalidad del centro, en razón de los cambios ope- 
rados en la organización de los cuerpos de Seguridad del 
Estado, y con ello se ha podido vulnerar el artículo 149 
del Reglamento general de contratación, por lo que, en- 
tre otras recomendaciones que se hacen en las páginas fi- 
nales del informe, figura la de que por el Ministerio del 
Interior se vigile más atentamente a sus órganos de con- 
tratachn, que se atienda a lo dispuesto en los artícu- 
los 154 y 155 del mencionado Reglamento, y que cuan- 
do se hiciera precisa la modificación de un proyecto y re- 
sultaran indicios de que ello se debe a defectos e impre- 
visiones imputables a sus autores o supervisores podrá or- 
denarse la práctica de una investigación por el Ministro 
correspondiente o por quien ostente delegación bastante 
a tal efecto. La razón de ser de prescindir de esa unicidad 
en el proyecto y ejecuci6n en el año 1979, que determinó' 
pagos de honorarios en importante cuantía, como acabo 
de decir, parece que se justifica por la necesidad de no 
confiar tan importante obra a una sola empresa o a po- 
cas empresas. Sin embargo, los hechos parecen demostrar 
que, al final, fueron las mismas empresas las que actua- 
ron con la incidencia, además de que con una de dichas 
empresas hubo de rescindirse el contrato, encargándose 
a la otraempresa la terminación de la obra; empresa a 
la que, a su vez, le fue adjudicada en forma directa las re- 
formas y obras complementarias, de lo que parece des- 
prenderse que las buenas intenciones de desdoblar el pro- 
yecto inicial no tuvieron efecto en la realidad. 

Se señalan también por parte del Tribunal determina- 
das anomalías en el suministro de mobiliario, entre ellas, 
que no fueron aplicadas las reducciones que con arreglo 
a la legalidad vigente pueden hacerse en los honorarios 
de proyección, habida cuenta de la naturaleza del proyec- 
to, de la uniformidad de los bienes muebles, etcétera. 
También se critican por parte del Tribunal de Cuentas las 
adjudicaciones directas por razones de urgencia -hablo 
del mobiliario-, cuando después los hechos han venido 
a demostrar que tal urgencia no existía puesto que el mo- 
biliario fue recibido antes de terminadas las obras. En re- 
lación con las obras finales y complementarias -las últi- 
mas realizadas-, cuya gestión ha discurrido dentro del 
plazo previsto -no ha sucedido como en las otras que se 
retrasaron notablemente-, se destaca, no obstante, que 
ha habido un fraccionamiento de las mismas, de modo 
que la cuantía individualizada no excediera de 25 millo- 
nes de pesetas, como límite señalado en el artículo 37.3 
de la Ley de Contratos del Estado para adjudicación di- 
recta. Se acompaíian al informe las alegaciones formula- 
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das por la división de gestión económica de la Dirección 
General de la Policía del Ministerio del Interior y, cum- 
pliendo con el mandato del artículo 12.2 de la Ley Orgá- 
nica, les voy a hacer a ustedes una breve síntesis de lo di- 
cho por la fiscalía. 

Analizados los informes y el contenido de la nota, dado 
su paralelismo, esta fiscalía se adhiere a la misma en to- 
das sus partes -y concluye- salvo en el contenido de la 
conclusión cuarta y última, por no resultar procedente la 
recomendación, que se hace al Ministerio del Interior, de 
la estricta aplicación de las disposiciones legales, ya que 
éstas son de obligado cumplimiento en todo caso. Por el 
contrario, sí debe recomendarse que puesto que las in- 
fracciones detectadas no permiten la actuación de la ju- 
risdicción contable de este Tribunal, al no poderse afir- 
mar que se hayan producido perjuicios económicos para 
el sector público, sin embargo sí facultan a la Adminis- 
tración, por una parte, a exigir las responsabilidades que 
toda infracción legal entraña. Es esta responsabilidad la 
que debe recomendarse se exija e incluso que se estudie 
la posibilidad de instar la nulidad o anulabilidad, según 
los casos, de los contratos concertados con infracción de 
ley. Con ello creo también cumplir con el précepto del nú- 
mero 2 del artículo 12. Después de detectadas las irregu- 
laridades se indica la responsabilidad que a juicio del Tri- 
bunal (en este caso la fiscalía es la que la pide) se hubiera 
incurrido y las medidas para exigirla. 

Me someto a continuación a las preguntas que me quie- 
ran formular los señores parlamentarios, advirtiendo pre- 
viamente que yo tampoco he sido el autor de esta nota y 
que, por consiguiente, contestaré en la medida que pueda 
y lo que no lo transmitiré al autor. 

El senor VICEPRESIDENTE (De Santiago Bujalance): 
Tiene la palabra la señora Rudí. 

La señora RUDI UBEDA: Agradezco al Presidente del 
Tribunal de Cuentas la explicación del informe. Ya en su 
lectura se observa que es lo bastante prolijo como para ne- 
cesitar pocas aclaraciones no por parte del Tribunal de 
Cuentas, que ya lo dice con toda claridad, sino otro tipo 
de aclaraciones que en otro momento posterior haya que 
solicitar al Ministerio del Interior. Tras la lectura de este 
informe es cierto que se puede decir aquello de que cual- 
quier parecido con la realidad es mera coincidencia. Es 
decir, del proyecto que en el año 1979 se aprueba a lo que 
resulta al finalizar las obras queda realmente muy poco. 
Habría que entrar en valoraciones políticas en cuanto al 
bien o mal hacer de esta escuela de Policía. 

Entrando ya en temas netamente contable, quería pre- 
guntar al Presidente del Tribunal de Cuentas -y no si. si 
lo tendrá- si en sus trabajos los consejeros o el personal 
auxiliar han realizado un cuadro de diferencias numi.ri- 
cas o en pesetas entre el costo inicial presupuestado y el 
costo final de esta obra, que podríamos calificar casi de 
faraónica. Eso por una parte. Por otra parte, también que- 
ría preguntarle si obra en poder del Tribunal de Cuentas 
el nombre del arquitecto que ha realizado este provecto, 
que ha supuesto una minuta suficientemente importante, 

71 millones de pesetas. Además, parece ser que posterior- 
mente se le encarga un diseño de mobiliario, cosa no ha- 
bitual en las prácticas de la construcción; que también 
debe de suponer una cantidad importante de honorarios 
y, por tanto, de costo para el erario público. 

Realmente, las conclusiones del informe del Tribunal 
son lo suficientemente claras como para decir que se ha 
conculcado casi toda la legislación prevista en materia de 
contratos del Estado y vuelvo a repetir que quizás el de- 
bate político no sea en esta Comisión sino en la del Inte- 
rior. Agradecería al Presidente del Tribunal (si no lo tie- 
ne se lo pediremos por escrito) la mayor ampliación nu- 
mérica que nos pueda dar en cuanto al costo final. 

La última pregunta que le quería hacer es si existen en 
poder del Tribunal las distintas ofertas que habían sido 
planteadas por otras empresas, que sin embargo fueron 
rechazadas y se asignó directamente a la empresa Agro- 
mán. la intención de nuestro Grupo es hacer un estudio 
entre las distintas ofertas que se plantearon y ver si real- 
mente la empresa adjudicataria ofrecía mejores condicio- 
nes. Toda cuanta documentación nos pueda servir para lo- 
grar este objetivo es la que solicitamos del Tribunal. 

El señor VICEPRESIDENTE (De Santiago Bujalance): 
Tiene la palabra el señor Presidente del Tribunal de 
Cuentas. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pida): Voy a contestar de forma directa. 
He leído el informe que hemos llamado nota y de su lec- 
tura se desprende que la diferencia numérica total está 
clara. En números redondos, entre 3.000 y 6.000 millones 
en cuanto a los inmuebles. Entiendo que lo que desea es 
que cifremos las diferencias por conceptos. Cuando me 
haga la pregunta en la forma establecida, creo que no será 
muy difícil contestarla, porque, al tener los totales, la ta- 
reea estriba en ir desdoblando ese total por concepto. 

En cuanto a la pregunta del nombre del arquitecto, he 
de decir que supongo que será el del primer proyecto de 
Alicante. De la lectura he sacado la impresión de que han 
intervenido varios. El primero fue el que hizo el informe 
unitario. Yo no conozco el nombre y no sé si el Tribunal 
lo conocerá. Pediremos el nombre, aunque no sé si este 
mismo arquitecto u otros intervinieron en el amuebla- 
miento. En el informe figuran los horarios que se perci- 
bieron. no se si en todos los casos. He leído a cuánto as- 
cendieron los honorarios del proyecto, aunque a lo mejor 
estoy en un error, pero esto puede ser adarado e incluso 
cuánto percibiócada arquitecto. En el informe figuran las 
reducciones que debieron aplicarse y que la Administra- 
ción está legitimada a hacer por distintas razones. Esto 
es lo que nosotros entendemos sobre el tema, pero puede 
ser aclarado. 

La tercera cuestión que me plantea es sobre las distin- 
tas ofertas. Creo que es en este informe dondc se habla de 
varias ofertas, aunque me he leído tantos en estos últimos 
días que no si. si es en &te o en otro. Algunas fueron re- 
chazadas por temeridad. Si nos pide el dato en la forma 
reglamentaria, podremos facilitarle cuáles fueron las em- 
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presas y los precios. No obstante, me permito decir, con 
el mayor respeto, que la Administración, cuando actúa 
por concurso-subasta, no tiene en cuenta s610 los precios. 
También tiene en cuenta las calidades, las condiciones, la 
solvencia. Precisamente aquí se destaca que una empresa 
hubo de retirarse porque quizás temerariamente produjo 
una baja muy grande en el precio. Asimismo, en éste o en 
otro informe se destaca que a veces a la Administración 
esas bajas le supone tener que rectificar, porque si la em- 
presa no puede continuar el trabajo se origina un mal ma- 
yor e incluso entrar en una situación de irregularidad 
absoluta. 

En la Administración existe una discrecionalidad que 
es muy difícil que el Tribunal pueda enjuiciar. Puede po- 
ner de manifiesto los hechos, pero no enjuiciar. Cro que 
no es función del Tribunal enjuiciar esas facultades dis- 
crecionales de la Administración en el ámbito de los con- 
tratos. Sí lo puede hacer cuando se dice que se fracciona 
un contrato para la adjudicación directa. En ese caso el 
Tribunal sí destaca esa irregularidad. Creo que con esto 
he contestado a lo que ha pedido la señora Rudi. 

El sefior VICEPRESIDENTE (De Santiago Bujalance): 
¿Alguna aclaración, señora Rudi? 

La señora RüDI UBEDA: Solamente quiero decirle al 
Presidente del Tribunal de Cuentas que cuando pedfa, en 
nombre de mi Grupo, la relación de las ofertas no preten- 
día (quizá me he expresado mal) que el Tribunal de Cuen- 
tas, que entrase a hacer valoraciones de si las ofertas acep- 
tadas habfan sido las más correctas o no, porque conozco 
que no solamente incide la oferta económica sino una se- 
rie de condicionantes que nada tienen que ver con la ofer- 
ta económica. Lo único que pedía al Presidente del Tri- 
bunal era una ampliación de la información para que sea 
en otro foro político donde podamos discutir sobre el 
planteamiento de las ofertas. Lo pediré por escrito para 
que nos 10 remita. 

El señor VICEPRESIDENTE (De Santiago Bujalance): 
El señor Rebollo tiene la palabra. 

El señor REBOLLO ALVAREZ-AMANDI: Quisiera de- 
cir dos cosas. Primera, felicitar al Tribunal de Cuentas 
por el magnffico informe o nota que nos'ha remitido y, se- 
gunda, expresar la perplejidad que me produce el tercer 
punto de la contestación. Por consiguiente, quisiera.pre- 
guntar si es cierta la contestación que se da al informe o 
nota del Tribunal por parte del órgano auditado o fisca- 
lizado. Dice que en cuanto a las deficiencias de orden pro- 
cedimental en la tramitación de los diferentes expedien- 
tes de contratación, cabe señalar que aquéllos fueron so- 
metidos a los preceptivos informes de carácter jurídico y 
fiscal y que se tuvieron en cuenta igualmente las obser- 
vaciones hechas por los órganos informantes en cada caso. 
Mi pregunta concreta es si efectivamente esto lo ha valo- 
rado el Tribunal y si puede corroborar'la afirmación que 
se contiene en este escrito. 

El señor VICEPRESIDENTE (De Santiago Bujalance): 
Tiene la palabra el señor Presidente del Tribunal. 

El señor PRESIDENTE DEL TRiBUNAL DE CUEN- 
TAS (Femández Pirla): No puedo contestarle en este mo- 
mento, toda vez que no fui el ponente y estas alegaciones, 
como S. S. sabe, se hacen a un informe provisional. Se ha 
convenido que SS. SS. conozcan las alegaciohes de la par- 
te auditada, es decir, que juntamente con el informe ven- 
gan las alegaciones. En este momento no estoy en condi- 
ciones, por no haber sido el ponente, de saber en qué me- 
dida esto ha sido comprobado, si es cierto o no lo es. Me 
agrada que se plantee esta cuesti6n para que pueda ser 
aclarada. Comprende el sefior parlamentario perfecta- 
mente, porque plantea un problema que nos preocupa, 
qué sucede si hay una alegación que no responde exacta- 
mente a la realidad o que, de algún modo, esa realidad 
aparece no diría que enmascarada, pero, por lo menos, en- 
cubierta. Cuando estas cuestiones se planteen, el Tribu- 
nal podrá contestar si todo lo que se dice en la alegación 
responde exactamente a como se hizo y si se ha tenido o 
no en cuenta. De modo que me hago cargo del tema, pero 
me agradaría que me formulara la pregunta en la forma 
reglamentaria, para que el Tribunal conteste adecua- 
damente. 

INFORME SOBRE LA EMPRESA NACIONAL CARBO- 
NIFERA DEL SUR (EMCASUR) 

El señor PRESIDENTE: Entramos en el quinto punto 
del orden del día, informe sobre la Empresa Nacional Car- 
bonífera del Sur. Tiene la palabra el señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): No está el consejero que ha diri- 
gido esta fiscalización; por consiguiente, yo me hago car- 
go de su exposición. Ette es un tema sencillo, es el más 
fácil de todos. EMCASUR realiza la explotación de las 
cuencas carboníferas de Peñarroya, Bélmez y Espiel y rea- 
liza el suministro de combustible a la Empresa Nacional 
Eléctrica de Córdoba y a la Compañía Sevillana de Elec- 
tricidad. La mayor parte de las acciones pertenece a EN- 
DESA, y el resto se distribuye entre la Empresa Nacional 
Eléctrica de Córdoba y la sociedad minerometalúrgica de 
Peñarroya. Por el Tribunal de Cuentas se ha hecho una fis- 
calización selectiva sobre aquellas cuentas que a su jui- 
cio tienen mayor importancia en el orden de la represen- 
tatividad de la situación económica y financiera de la em- 
presa. Se han hecho verificaciones win situ, y ,  como con. 
secuencia de las mismas, se han puesto de manifiesto de- 
ficiencias en la imputación de gastos e inversiones, que 
se subrayan. Por ejemplo, se han llevado a cuentas de in- 
versiones inmovilizaciones que todavía estaban en curso. 
Como consecuencia de esta incorporación contable apre- 
surada, se han cambiado los planes de amortización, pero 
de aquí no se sigue más consecuencia, toda vez que la em- 
presa minera está acogida al régimen de amortización li- 
bre, sino que es una menor expresividad de las cifras de 
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resultados, cuestión que tampoco es gravemente preocu- 
pante, desde el punto de vista económico, porque esa em- 
presa es rentable en su conjunto; esto no quiere decir que 
determinada explotación de la misma lo sea. 

En la fiscalización que se ha hecho, se ha detectado 
- c o n  frecuencia nos viene sucediendo, no es nuevo- que 
inmuebles de la empresa no están adecuadamente regis- 
trados en el Registro de la Propiedad. Incluso cuando se 
piden los documentos, en algunos casos se dan simples do- 
cumentos privados. Se han dado las instrucciones opor- 
tunas, se están corrigiendo estos defectos, y también se es- 
tán haciendo las gestiones con Hacienda para nominar 
adecuadamente los recibos de las contribuciones territo- 
riales y de los arbitrios municipales sobre inmuebles. Se 
recomienda a la sociedad tomar en consideración lo dis- 
puesto en el Real Decreto 762, de 4 de abril de 1979, que 
regula los aspectos funcionales de los economatos labora- 
les -también esta cuestión con frecuencia se nos da-, de 
forma que la gestión de los mismos quede autonomizada 
contablemente, en contabilidad independiente que permi- 
ta conocer claramente el coste de esta naturaleza. Se in- 
siste por el Tribunal en el principio de especialización de 
ejercicio, sobre todo en la contabilización de los intereses 
devengados a favor de la sociedad por sus inversiones, ya 
que tiene importantes inversiones transitorias, y sobre 
todo, porque como saben SS. S S . ,  hay una retención en 
el impuesto sobre intereses y pueden plantearse, eviden- 
temente, problemas fiscales si no ajustan los devengos a 
los años en los que se han hecho las retenciones. La exis- 
tencia de disponibilidades en cuantía elevada ha movido 
al Tribunal a aconsejar establecer un sistema de fondos 
fijos de caja, habida cuenta de que los hábitos de pagos 
en estas zonas son cuasi rurales -así se juzga por el po- 
nente- pero que, en todo caso, las cantidades existentes 
en caja no sean excesivas y se procure poner esas dispo- 
nibilidades en rentabilidad. En el ánalisis de eficiencia, 
se han hecho recomendaciones por el Tribunal respecto 
de la materia!ización del fondo de reserva por el factor 
agotamiento. Este factor agotamiento se conoce coi1 una 
cierta aproximación, hasta cierto punto naturalmente, 
pero lo que sí se sabe es lo que se está percibiendo por 
este concepto. Se pide que la empresa programe adecua- 
damente las inversiones con tiempo suficiente, porque son 
inversiones que van a sustituir al agotamiento, y que 
mientras tanto se rentabilicen al máximo las inversiones 
transitorias. Se destaca que del año 1981 a 1984 han me- 
jorado los resultados'económicos de la empresa con un be- 
neficio acumulado de un 42 por ciento y que lleva una ci- 
fra absoluta de 6.000 millones de pesetas. Se destaca en 
el informe que esta buena gestión todavía puede llegar a 
ser mejorada, dado que la demanda es calificada por el 
ponente de cautiva, en cuanto que son la Empresa Nacio- 
nal Eléctrica de Córdoba y la Compañía Sevillana de Elec- 
tricidad, y que con una mayor organización y una plani- 
ficación más adecuada de métodos de producción. etcétc- 
ra, todavía se podría mejorar la gestión, que sin embargo 
es satisfactoria en conjunto en la empresa. 

La cuenca de Peñarroya, sin embargo, es fuertemente 
deficitaria. El fiscal, en relación con este tema, ha dicho 

que el resultado de la fiscalización y de las conclusiones 
que de ella emanan permiten deducir que la empresa fis- 
calizada tenía una actividad económica satisfactoria y un 
reflejo contable adecuado, sin perjuicio de posibles mejo- 
ras de detalle en algunos extremos que son los que se les 
recomiendan expresamente. Por otra parte, es satisfacto- 
rio observar en esta empresa pública sus resultados eco- 
nómicos positivos, en los que sin duda se refleja la excep- 
cional circunstancia, dentro de la minería del carbón, de 
la explotación a cielo abierto en el centro minero de Puer- 
tollano. Desde el punto de vista de control de eficiencia y 
de economía, que también se trata en el proyecto de in- 
forme, sería interesante ahondar más aún en el análisis 
detallado pero separado de los dos centros de producción. 
En definitiva, el fiscal se plantea el problema -y no voy 
a extenderme en la lectura- de que la explotación de Pe- 
ñarroya, al ser reiteradamente deficitaria, es un lastre 
para el conjunto de la empresa. Esta es una realidad y, 
en definitiva, creo que la gestión empresarial es la que tie- 
ne que tomar la determinación sobre este tema. Con ello 
termino la exposición sobre este punto y me pongo a la 
disposición de los señores parlamentarios, por si quieren 
cualquier aclaración sobre la cuestión. 

El señor VICEPRESIDENTE (De Santiago Bujalance): 
Tiene la palabra el señor Jordano. 

El señor JORDANO SALINAS: Voy a intervenir breve- 
mente porque el informe no pone de manifiesto ninguna 
irregularidad grave, pero sí hay un punto en la página 33, 
al tratar de las reservas por factor agotamiento, que lue- 
go se lleva también a la conclusión séptima. Da la impre- 
sión, aunque no lo dice el informe, que en cierta forma se 
está produciendo una dismiriución de beneficios fiscales, 
en parte amparados por un tratamiento fiscal especial 
para este tipo de sociedades, que habría que preguntar si, 
vista la evolución en esta sociedad de las reservas técni- 
cas por el factor agotamiento, está o no justificado el tra- 
to fiscal favorable que permite la existencia de esa reser-' 
va y ,  por tanto, la aminoración de beneficios a efectos del 
cálculo del impuesto de sociedades. 

Por otra parte, respecto a los ingresos financieros, nos 
ha llamado un poco la atención que en el año 1984, que 
fue especialmente brillante para obtener rentabilidad en 
la gestión de tesorería de las empresas, en las que la te- 
nían, aparece un excedente de tesorería de 2.139 millones 
de pesetas y ,  sin embargo, los ingresos financieros de la 
sociedad en ese año 1984 son sólo de 226 millones de pe- 
setas. N o  se destaca en el informe qué sistema de gestión 
de tesorería o de gestión financiera se sigue en la socie- 
dad, pero parece que los resultados obtenidos no se 
corresponden exactamente con lo que teóricamente po- 
dría haberse obtenido de un excedente tan amplio. Por 
otra parte, parece que este excedente tan amplio está tam- 
bien en relación a las reservas de que la sociedad se ha 
ido dotando por el factor agotamiento, teóricamente re- 
servas que más que para gestionar y obtener unos ingre- 
sos financieros deberían haber ido en la vía de investiga- 
ción minera, con lo cual parece que se está conculcando 
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un poco la finalidad de tratamiento fiscal específico y fa- 
vorable que tiene esta sociedad. 

El señor VICEPRESIDENTE (De Santiago Bujalance): 
Tiene la palabra el señor Presidente del Tribunal de 
Cuentas. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): La primera cuestión es la de le- 
gislación fiscal. Yo creo que la empresa hace muy bien en 
aprovechar al máximo sus beneficios fiscales y en la me- 
dida en que ahí no hay un límite sino unas disponibilida- 
des fiscales (no lo sé exactamente en este momento por- 
que no conozco con mucho detalle la legislación fiscal, 
aunque soy Inspector de Finanzas hace tiempo que no es- 
toy en activo), esto se debe cifrar en función de las extrac- 
ciones. La empresa hace muy bien. No sucede lo mismo 
con los coeficientes de amortización. En la minería estos 
fondos por agotamiento en principio nos tienen límite. 
Por consiguiente, pienso que la empresa desde su punto 
de vista hace bien puesto que está creando reservas. En 
cuanto al empleo de la materialización de esas reservas, 
en efecto en el informe se dice que se puede y se debe pla- 
near a largo plazo. Es una de las recomendaciones que se 
hacen. En cuanto a los rendimientos de tesorería, yo no 
sé exactamente a qué se refiere. ¿En qué página está? 
¿Qué cifra me ha dicho? 

El señor JORDANO SALINAS: En la página siete. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Femández Pirla): Tengo idea de que el rendimiento 
era pequeño y por eso se dice que, a pesar de que los há- 
bitos de pago son cuasi rurales, hay que mantener dinero 
en efectivo y que se establezca el criterio del límite de 
caja y que lo que se vea que sobra que se invierta. Yo no 
he hecho el informe, pero no sé de dónde saca las cifras. 

El señor JORDANO SALINAS: En la misma página en 
que se habla de disponibilidades líquidas. (El señor Pre- 
sidente ocupa la Presidencia.) 

E1 señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): No sé en este momento cuál es el 
ritmo al que fueron creciendo. Yo tenía otras cifras por- 
que comparé totales. Cuando releía el informe, en efecto, 
observé (con otras cifras distintas que no cito para no 
complicar el tema) una rentabilidad pequeña. Esto es lo 
que explica ciertamente que el ponente diga que se fije la 
cantidad que debe haber en caja, habida cuenta de los há- 
bitos de pago, pero que se procure rentabilizar las dispo- 
nibilidades. De todas formas, si el señor parlamentario 
desea que se le aclare este tema, no habrá ningún incon- 
veniente por parte del Tribunal en que se le aclare por 
qué la rentabilidad ha podido ser tan baja, aunque la ra- 
zón genérica es ésta. Se podría especificar bastante más 
si el seiior parlamentario lo desea. 

El señor PRESIDENTE: Señor Jordano, idesea formu- 
lar alguna pregunta? 

El señor JORNADO SALINAS: Sí, en relación con el 
mismo tema. La duda que se me plantea es si está o no 
adecuadamente gestionada la tesorería de esta sociedad 
y si se están obteniendo o no los beneficios adecuados al 
movilizar un volumen de dinero tan importante. Es la 
duda que se plantea cuando hay dos cifras que parece que 
no cuadran de antemano; si realmente en la contabilidad 
están recogidos la totalidad de los ingresos que se podían 
haber obtenido o si, por el contrario, hay ingresos que no 
están contabilizados que han entrado por vía distinta en 
la sociedad y no se han reflejado en la contabilidad. El 
planteamiento es que si en un año especialmente renta- 
ble como fue el de 1984 (creo recordar que la rentabili- 
dad de los propios pagarés delestado estaba por encima 
del 16 por ciento), cuesta trabajo creer que una sociedad 
de cierta importancia, con un adecuado nivel técnico, no 
obtenga la rentabilidad que se preveía con las cifras que 
se manejan. Por eso la pregunta iba en el sentido de si no 
llama la atención esta discordancia entre las cifras o si 
las mismas pueden ocultar otra cosa distinta. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Voy a contestar. En primer lugar, 
releyendo el informe veo que no es tanta la discordancia 
en la página siete. Se habla de 226 millones de ingresos 
financieros, pero si lo comparamos con las disponibilida- 
des líquidas de 2.139 esta comporación no es homogénea. 
Probablemente esos 226 millones de ingresos financieros 
proceden de otras colocaciones o inversiones de tipo tran- 
sitorio. Si sacamos los argumentos de la página siete de 
226 millones y 2.139, veremos que es una rentabilidad su- 
perior al 10 por ciento. Insisto en que me parece que es 
una rentabilidad baja. 

La segunda cuesti6n que plant'ea el señor parlamenta- 
rio sí es preocupante porque dice si puede suceder -di- 
cho más a la pata la llana- que haya una rentabilidad 
que se haya escapado a la contabilidad oficial y haya dado 
lugar a una caja B en el mejor de los casos. Evidentemen- 
te en el informe no se pone de rhanifiesto y no se dice nada 
de esto. No quiero hacer suposiciones. Pienso que, al con- 
trario, el informe lo que dice es que se recomienda expre- 
samente que se fijen los límites de Caja, lo cual me hace 
suponer -no vienen los balances- que hay mucho dine- 
ro en caja o en cuenta corriente. Está retribuido al medio 
por ciento y esto, naturalmente, hay que evitarlo. Parece 
que los hábitos de pago en esta zona son cuasi.rurales 
-dice el ponente- por lo que manifiesta que se fije el lí- 
mite de caja. Entiendo que es de caja y bancos; disponi- 
bilidades en cuenta corriente. Es una de las recomenda- 
ciones. Me parece una recomendación muy interesante y 
le contesto con lo que le puedo contestar. No creo que 
haya motivo, por lo menos el ponente no lo registra así, 
para suponer que haya habido una colocación de fondos 
diferentes con unas rentabilidades. Esto implicaría cier- 
tamente casi un examen policial del tema. Conozco al PO'- 
nente que ha hecho el informe y cuando ni siquiera ha 
apuntado esta cuestión me da la impresión de que es por- 
que no se la suscitado el tema. Le llama la atención, como 
nos llama a nosotros, una escasa rentabilidad y por eso 
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dice que se rentabilicen más los fondus; que se procure ha- 
cerlo. No obtante, si S .  S. cree que el Tribunal debiera in- 
vestigarael tema con los medios a su alcance, estamos 
como siempre a su disposición. 

INFORME SOBRE EL HOSPITAL DEL NIÑO JESUS 

El señor PRESIDENTE: Pasamos seguidamente a la 
fiscalización del Hospital del Niño Jesús. Tiene la pala- 
bra el señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): lh el tema del Niño Jesús.. 

El señor PRESIDENTE: Hospital del Niño Jesús, 60 va- 
yamos a hacer una fiscalización divina. (Risas.) 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Se prestaba, porque esta casa en 
su día debió ser una capilla. 

El señor PRESIDENTE: Una iglesia. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Hospital del Niño Jesús. Este hos- 
pital, como saben SS. SS., tiene una dedicación exclusiva 
a menores de 14 años en la epecialidad que se llama en 
medicina pediatría médica y quirúrgica, pero no en la es- 
pecialidad cardiológica. La lectura detenida del tema, que 
sin duda los señores parlamentarios la han hecho igual 
que yo, pone de manifiesto algo muy bueno: no hay co- 
las, no hay líneas de espera; es decir, sobran camas. Se- 
ría de desear que esto fuera general, pero como no es así, 
el Tribunal plantea el tema sobre si esas x camas pudie- 
ran utilizarse, en el supuesto de que hubiera líneas de es- 
pera o colas, en otros hospjtales de menores de 14 años. 
Esto nos ha llevado a ver qué diferencia existe entre pue- 
ricultura y pediatría, origen griegb y latino de las pala- 
bras. Lo cierto es que aquí sobran camas y en otros hos- 
pitales faltan. Pero como en el Tribunal no hay especia- 
listas en medicina, a lo mejor esto lo resuelve la ley de fun- 
cionamiento para ver si de algún modo podemos traer es- 
pecialistas. No tenemos nada más que decir, sólo que nos 
extraña que esto suceda. Nos congratulamos de que no 
haya líneas de espera, pero pensamos que hay que orga- 
nizar mejor la sanidad para que los enfermos de otros hos- 
pitales, donde hay menores, puedan tener tratamiento en 
éste y no estén esperando. 

Como saben SS. SS., este hospital es bicéfalo en su ori- 
gen. Es un organismo autonomo de la Administración Ins- 
titucional de la Sanidad Nacional, que en la transferen- 
cia de centros pasa a la Comunidad de Madrid, pero está 
gestionado, a su vez, por la Seguridad Social, incluido en 
el grupo de centros ajenos administrados y financiados 
por la Seguridad Social. Esta doble dependencia y el pro- 
ceso de integración ha planteado bastantes problemas. 
Nosotros nos hemos limitado a la consideración de esta 

problemática desde el punto de vista contable y a lo sumo 
económico. 

Se detaca por parte del Tribunal de Cuentas una defi- 
ciente gestión presupuestaria, una mala inventariación de 
los activos del órgano fiscalizador y una falta de actuali- 
zación total de los mismos. Una desatención en el cuida- 
do de determinados bienes que, no siendo fundamentales 
para la gestión sanitaria, tienen o han tenido un determi- 
nado valor patrimonial. Se habla en el informe de cua- 
dros de los siglos XVI y XIX y de libros de indudable vz- 
lor hist6rico (página 40). Una gran parte no existen, otros 
están en lamentable estado, arrinconados y en situación 
de auténtica ruina. Falta control de almacén. Hay una 
mala imputación de los costes reales. Esta mala imputa- 
ción determina que los costes, por la desocupación, quizá 
seau muy superiores al coste por cama y por servicio a 
otros hospitales de la Seiuridad Social. En cambio, los 
costes de ambulatorio son bajos porque hay una mala im- 
putacibn de costes. 

Se ha observado absentismo injustificado del personal, 
hasta el extremo de que se han visto varios expedientes, 
y está bien que así sea. En la Administración no se da con 
frecuencia esta actitud, pero aquí hay expedientes en los 
que se sanciona a los fyncionarios indicando que no han 
acudido, injustificadamente, al trabajo y se les ha forma- 
do expediente. Parece que hay bastante absentismo de 
personal. Así se dice en el informe. 

El control de enfermos carece de rigor. Esto puede de- 
berse, y así lo explicamos nosotros, a su distinta proce- 
dencia. Unos vienen de la Seguridad Social, otros de la be- 
neficencia, etcétera, a veces con el Documento Nacional 
de Identidad. Corno consecuencia de esto no hay un se- 
guimiento ni una imputación de costes y la recaudación 
correspondiente cuando sea procedente. 

Les he hecho una sínteses para no extenderme, puesto 
que el informe es amplio, pero cumpliendo con el artícu- 
lo 12.2, el Fiscal dice lo siguiente: La evolución en el 
tiempo del ente auditado que se recoge al principio del in- 
forme, al tratar de sus antecedentes permite comprender, 
aunque no justificar, algunas de las anomalías que se han 
encontrado en el mismo, aunque al tratar de los objeti- 
vos se centran en la evaluación de los procedimientos de 
gestión y control y la comprobación de las cuentas. De la 
verificación de la gestión administrativa de los resulta- 
dos de los activos financieros se desprende que, bien por 
las deficiencias contables y documentales, bien por el pro- 
pio criterio de fiscalización selectiva, se ha llegado a una 
informaci6n más amplia de la situación del hospital de 
«El niño Jesús# y a una comprobación documental de las 
partidas contables. No ha existido en el centro un órgano 
de control interno, y la comprobación de la calidad de los 
enfermos que se admiten es deficiente. Las garantías de 
pago de los enfermos no amparados por el Estado o la Se- 
guridad Social son mínimas. Y las cuantías de las factu- 
raciones responden a criterios extrarios o se dejan de ha- 
cer respecto a algunos conceptos como las consultas ex- 
ternas. Parece ser que hay muchas consultas externas que 
no se cobran, se destaca en el informe. Utilización de am- 
bulancias. También se dice en el informe. Prótesis y ve- 
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hículos para inválidos. Se acompañan las alegaciones y 
el organismo investigador indica cuál es la razón, en mu- 
chos casos, de no cobrar tales consultas o tales servicios 
o atenciones. La situación es muy deficiente, desde el pun- 
to de vista de las personas atendidas. 

Se ha detectado la existencia de abundantes saldos pen- 
dientes de cobro y no se sabe cómo terminarán. Todo ello 
es de interés para su correción o mejora, pero tiene poca 
relevancia en el orden de la fiscalización que se realiza 
por tratarse de la propia gestión del centro en algunos 
casos. 

Añade el Fiscal: No vamos a insitir en lo dicho, ni en 
los fallos laborales. Ya he hablado de ellos. Igualmente se 
señalan y deberían evitarse. Pero sí es imprescindible 
aclarar, mediante la pieza separada correspondiente, la 
realidad de los pagos y depósitos que en algunas ocasio- 
nes se han realizado mediante facturas sin respaldo real 
(folio 34), por si fuera procedente remitir los anteceden- 
te$ y las facturas originales al Juzgado de Instrucción 
competente por si se tratase de un supuesto de falsedad 
documental. 

Igualmente solicitamos -dice el Fiscal- la ampliacibn 
de la fiscalización con la formación de piezas separadas 
para aclarar y concretar las cantidades a que afectan las 
irregularidades que se señalan en la página 54.7.2, bajo 
el eplgrafe de aRequisito de los justificantes contables», 
y que en principio su valor de justificante parece nulo. 

Por último, es preciso aclarar que en la misma línea de 
poder determinar acciones contables, es decir, exigir res- 
ponsabilidades contables si las hubiera, existe la falta de 
soporte documental en operaciones de los años 1981 y 
1983 por un importe de 70.867.370 pesetas a las que se re- 
fiere el folio 56. 

Si quieren formular alguna pregunta, pueden hacerlo. 

El señor PRESIDENTE: ¿Solicitud de palabra? (Pau- 

Habida cuenta, senor Padrón, de la hora que es y del 

Tiene la palabra el señor Alvarez Riolina. 

=.) 

trabajo que nos' queda, se hace preciso esprintar. 

El señor ALVAREZ MOLINA: Creo significativa la au- 
sencia de observaciones al informe, tanto por parte de la 
Dirección General del INSALUD, como de la dirección del 
mencionado hospital. En concreto quisiera aclaración so- 
bre los siguientes extremos. 

¿Qué razones sustentan la irregular actuación de la jun- 
ta de gobierno del hospital al prescindir de la legislación 
vigente de Contratos del Estado y acudir de forma gene- 
ral a la contratación directa, según se refleja en las pági- 
nas 1 1  y 32 del informe? 

Nos ha llamado la atención, por la importancia econó- 
mica del dato, que en el capítulo de cargos por servicios 
prestados a sociedades sanitarias, empresas colaborado- 
ras y particulares, consignados en la página 18, se afir- 
me que en los años 1983, 1984, 1985 y 1986 se aplicarán 
tarifas autorizadas para 1983, que establecían el coste de 
estancia en 10.600 pesetas y para consultas externas en 
t .O00 pesetas, as1 como la falta dc contestación de la Di- 

rección General del INSALUD, a propuesta formulada en 
1964, que fijaba un coste por estancia de 21.552 pesetas 
y de 2.392 pesetas por cada consulta. 

Por otra parte, conviene dejar constancia, y asf se refle- 
ja en la página 49, que en 1985 el coste por estancia se 
cifró en 25.501 pesetas. ,!Qué razones justifican la acti- 
tud del INSALUD de no actualizar las tarifas pese al no- 
table incremento de los costes? 

Por otra parte, en el informe se afirma que no existe en 
el mencionado hospital control alguno de la asistencia al 
trabajo del personal. Sin embargo, en las páginas 3 1 y 84 
se alude a la prestación de servicios en el hospital de 
19 trabajadores afiliados a la Seguridad Social, pero que 
no perciben cantidad alguna del mismq. ¿Qué motivos 
impiden a la Comunidad Autónoma de Madrid la regula- 
ción de la sustitución laboral de tales trabajadores, as1 
como la formalización de los correspondientes contratos? 

Finalmente, del informe se desprende una situación 
caótica del inventario - e n t r e  comillas- de mobiliario y 
material no móvil, tanto de bienes de la Seguridad Social 
como de la Admtnistraci6n Institucional de la Sanidad 
Nacional, así como el lamentable y desastroso estado en 
que se encuentran cuadros y libros de los siglos XVI al 
XIX. En este aspecto quisiera que se aclarara si ha exis- 
tido alguna actuación del Ministerio de Cultura o de las 
autoridades autonómicas tendente a salvaguardar tales 
obras de indudable valor histórico-artlstico. 

El señor PRESIDENTE: El señor Padrón tiene la pa- 
labra. 

El señor PADRON DELGADO: Nos encontramos aquí 
nuevamente con un informe que corresponde a diversos 
años de gestión. La pregunta al Presidente del Tribunal 
de Cuentas es que si cuando se requieren datos por parte 
del órgano fiscalizado, por ejemplo a la existencia de ba- 
lances, la falta de datos se remonta el periodo fiscalizado 
o efectivamente hay una falta de datos de períodos ante- 
riores. Quiero decir que habrá bienes, habrá activos en 
donde deberían constar los datos y tenerse actualizados. 
Esta es la pregunta. 

El señor PRESIDENTE: El seiíor Presidente del Tribu- 
nal de Cuentas tiene la palabra. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): La respuesta al señor Padrón es in- 
mediata. La falta de datos parece que es consuetudinaria 
y es de siempre, por eso estamos en esa situación. De al- 
gún modo se explica porque primero funcionó como un 
hospital de naturaleza determinada, después se. integró 
cuando se crea el AISNA, que exactamente se llama Ad- 
ministración Institucional de la Sanidad Nacional. Sien- 
do de él, sin embargo no gestiona la Seguridad Social, es 
del Estado, recibe la beneficiencia, etcétera. Parece ser 
que esto viene de antiguo y, por consiguiente, la pregun- 
ta es si, de antes. 

En cuanto al seiior Molina. me subrava lo que nosotro4 
denunciamos, en efecto. (Razones por las que acudieron 
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a contratación directa? Habrá que preguntárselo a ellos. 
Si el señor Molina quiere preguntárselo, desde luego las 
Cortes tienen facultad para dirigirse a estos órganos y al 
Gobierno, y si quiere que actuemos de correo así lo 
haremos. 

¿Por qué aplicó tarifas? Eso es lo que decimos nosotros. 
Pues no sé, habrá que preguntárselo a ellos también. 

En cuanto al Ministerio de Cultura, no puedo darle una 
solución definitiva, pero tengo la impresión de que no se 
ocupó del tema, ha sido el Tribunal el que en este mo- 
mento al ver las cosas ha dicho: aquí había un inventario 
que viene de antiguo, 78 cuadros. ¿Cuántos hay? Y ha em- 
pezado a contar y no salen los 78. Luego se ha visto que 
había libros que, a juicio de nuestros técnicos, que no son 
evidentemente expertos en arte, parece que tenian inte- 
rés; quizá también han recibido información de los que 
estaban allí. Esto no nos sorprende, esto está pasando des- 
graciadamente muchas veces. Sería de desear que se pu- 
siera coto a este problema. Hay un patrimonio artístico 
extraordinadio en franca decadencia y lamentable situa- 
ción, pero ojalá fueran solamente estas cuatro cosas que 
aquí se señalan. Es un problema general que ustedes, 
como parlamentarios, hacen muy bien en preocuparse de 
él. En mi opinión el Ministerio de Cultura no creo que ten- 
ga ni conocimiento de esto. Si los señores parlamentarios 
estiman poner una comunicación al Ministerio de Cultu- 
ra dando nuestra opinión sobre el tema, para nosotros se- 
ría muy grato dirigirnos a él. 

Con esto he contestado a las preguntas que se me han 
hecho. 

El señor PRESIDENTE: Tengo la impresión de que no 
hay ninguna solicitud de aclaración ... 

INFORME SOBRE EL INSTITUTO GEOLOGICO Y MI- 
NERO 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la fiscalización si- 
guiente, relativa al Instituto Geológico y Minero. 

El. señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): El Presidente, con permiso, va a 
descansar en este momento un poco, porque el senor Ro- 
dríguez Bereijos lo va a explicar. 

El señor PRESIDENTE: El señor Rodrígucl Bcrcijos 
tiene la palabra. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Rodríguez Bereijos): Muy brevemente. 

Se trata de un informe de fiscalización al organismo au- 
tónomo dependiente del Ministerio de Industria, el Insti- 
tuto Geológico y Minero de España, v referido a los anos 
1983 a 1985. Es un informe en el que se han analiLado la 
organización y sistema contable y control interno del or- 
ganismo en las diferentes áreas de ingresos, de invcrsio- 
nes y gastos, que son aqucllos cxtrcmos más significati- 
vos de la actividad del .organismo. Aunque administrati- 

vo, en este momento se ha convertido en un organismo au- 
tónomo comercial. 

Finalmente, se hacen en el informe unas consideracio- 
nes críticas y unos análisis respecto de la gestión y de la 
actividad propia del organismo, a la vista de los datos que 
se desprenden del trabajo de fiscalización realizado. 

Nada más por mi parte. Estoy a su disposición para 
cualquier aclaración. 

El señor PRESIDENTE: El señor Jordano tiene la 
palabra. 

El señor JORDANO SALINAS: Quiero ser bastante bre- 
ve. La pregunta que yo harfa es global, o una conclusión 
global, y es si está justificada la existencia de este Insti- 
tuto, ello en función de que hay unos gastos con cargos a 
los Presupuestos Generales del Estado en torno a los 3.000 
millones de pesetas anuales. El organismo parece que no 
gestiona bien, por lo que se desprende del informe, la ven- 
ta de sus activos, de los estudios que encarga y de las in- 
vestigaciones que realiza. Tampoco parece que gestione 
adecuadamente la venta de sus publicaciones, salvo las fo- 
tocopias, en donde se ve que hay un incremento conside- 
rable por venta de fotocopias. Por otra parte, tiene un per- 
sonal cualificado, que imagino que pagará con cargo a 
esos 3.000 millones de pesetas, y los trabajos que se rea- 
lizan por este personal del Instituto, por el personal pro- 
pio, sólo alcanza el 6 por ciento de la inversión global en 
investigación. A su vez parece que buena parte de los tra- 
bajos se los encarga a otro organismo, aunque sea una so- 
ciedad anónima, la Empresa Nacional Adaro be investi- 
gaciones mineras, en la que a su vez vuelve a participar 
el Instituto en un 20 por ciento y el INI en un 80 por cien- 
to. Lo que a nuestro entender se desprende de'la lectura 
de este informe, y es lo que quisiéramos confrontar con 
el señor Consejero, es si está justificada la existencia del 
organismo y el gasto de cerca de 3.000 millones de pese- 
tas anuales en un organismo de este tipo. 

El senor PRESIDENTE: Un momento, por favor, senor 
Consejero. Tengo la impresión de que la pregunta formu- 
lada por el señor Jordano excede con mucho del conteni- 
do del informe de fiscalización que se refiere a los años 
1983 v 1985, que finaliza con las Recomendaciones. En 
todo caso, tengo la impresión de que en principio no es 
competencia del Tribunal, ni tan siquiera de los Conseje- 
ros, pronunciarse a título individual sobre la oportunidad 
ni de la creación ni de la supresión de organismos públi- 
cos, empresas públicas, etcktera. No obstante, tiene la pla- 
bra el señor Padrón, que sin duda la ha pedido a la vista 
de esta intervención. 

El senor PADRON DELGADO: La intervención de la 
Presidencia me evita plantear una cuestión de orden, 
puesto que considero muv procedente que el senor Jorda- 
no, así como cualquier miembro de esta Comisión, puede 
formular una pregunta en cl Pleno de la Cámara o en la 
Comisión al responsable político correspondiente, en este 
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caso al Ministro de Industria, al Gobierno o a quien esti- 
me procedente. 

Por tanto, la pregunta referida al Consejero responsa- 
ble de la fiscalización la considero improcedente en este 
trámite. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: El señor Jordano tiene la 
palabra. 

El señor JORNAM) SALINAS: Querfa hacer una con- 
sideración; señor Presidente. Yo no soy quién para juzgar 
la oportunidad o no de las preguntas que realice. Si las 
hago es que presupongo que es oportuna, pero realmente 
la pregunta va en el sentido de que el Tribunal de Cuen- 
tas tiene como una de sus misiones la de velar por la efi- 
cacia del gasto público, la de velar pm la economicidad 
de ese gasto, y como es lógico, y en aras de esos princi- 
pios, entra dentro de las recomendaciones o de las apre- 
ciaciones del Tribunal el opinar, si bien no tiene faculta- 
des para decidir la supresión o no de un organismo sobre 
si está justificada o no la existencia de un organismo al 
que audita o respecto al que informa. Ese era el sentido 
de mi pregunta. 

El señor PRESIDENTE: Sin duda lo hemos entendido 
bien. 

Esta Presidencia ha consultado a los miembros de la 
Mesa sobre cuál era la opinión. Teniendo razón S. S .  en 
que el Tribunal puede formular propuestas de tipo con- 
creto o general, entendiendo que la fiscalización se con- 
trae a dos años, y que, en todo caso, el Tribunal ya for- 
maliza propuestas y recomendaciones, entiende la Mesa 
por mayoría que no procede la pregunta formulada por 
su señoría en este contexto. Quiero que quede claro como 
S. S. sabe perfectamente -lo digo para que quede cons- 
tancia en el acta-, que por supuesto no entraña limita- 
ción alguna para el ejercicio de los derechos que S. s. tie- 
ne como parlamentario para formular esta pregunta en 
cualquier otro de los contextos parlamentarios que con 
soporte reglamentario pueda hacerse. 

Tiene la palabra el señor Jordano. 

El señor JORDANO SALINAS: Entiendo que será el 
contenido de la propuesta de resolución que va a hacer 
nuestro Grupo. 

En definitiva de lo que se trataba era de ampliar el co- 
nocimiento o los datos para formarnos una opinión ade- 
cuada. Como no se han ampliado los datos, o no se nos 
da la opinión, no hay posibilidad de que formemos de nue- 
vo. nuestra opinión, y nos quedaremos con la opinión que 
ya tenemos, que será el contenido de nuestra propuesta 
de resolución. 

El señor PRESIDENTE: Como ustedes lo consideren 
pertinente. Esta Presidencia respetará la posición que 
mantenga su Grupo como la de todos los demás. 

¿Alguna otra solicitud de intervención. (Pausa.) 

Tiene la palabra el señor Consejero del Tribunal de 
Cuentas. 

El señor CONSEJERO DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 
(Rodrfguez Bereijos): Sin peijuicio de la resolución que 
ha tomado la Mesa, no tengo inconveniente en aclarar al- 
gunos extremos, si eso puede servir para ilustrar la in- 
terrogante. Aunque no era mi intención, después del 
acuerdo de la Mesa, responder a la pregunta tal y como 
fue formulada, sí podría referirme a algunos extremos res- 
pecto de la gestión del organismo. Si SS. SS. creen que 
es necesario aclararlo, yo lo haré con mucho gusto. Qui- 
siera llevar al ánimo de la Comisión las características de 
este organismo, que es muy singular por la actividad que 
realiza y quizá pueda ilustrarles. 

El señor PRESIDENTE: Señor Consejero, la Mesa ha 
tomado una decisión en cuanto a la tramitación del asun- 
to, que vincula a todos los que de alguna manera intervi- 
nimos en el debate en cualquiera de las competencias que 
tenemos atribuidas. 

Agradezco la manifestación de voluntad del señor Con- 
sejero, que, sin duda, es coherente con su proceder y con 
el de sus compañeros cuando concurren a este tipo de 
Comisión. 

La Mesa ha tomado esta decisión respecto a una pre- 
gunta concreta; de existir otras preguntas concretas vin- 
culadas a la fiscalización, no habrfa inconveniente por 
parte de la Mesa, y estoy seguro que tampoco por su par- 
te, como muy bien ha setiado el señor Consejero. 

INFORME SOBRE GENERAL ELECTRICA ESPANOLA 
(ALEGACIONES) 

El señor PRESIDENTE: El informe sobre General Eléc- 
trica Española en el que figura entre paréntesis la pala- 
bra ualegacionesn, ha sido incluido en el orden del dfa. 
Como SS. SS. recordarán, este tema ya fue objeto en su 
día de una información en la Comisión, que si mal no re- 
cuerdo evacuó personalmente el señor Presidente del Tri- 
bunal, aunque tal vez me equivoque. 

Constatamos que en el trámite correspondiente no se 
había producido la fase de alegaciones. Este trámite se 
subsanó, y nos encontramos con que las alegaciones no 
han sido remitidas, así como la decisión del Tribunal 
como órgano colegiado respecto de esas alegaciones. 

Por si alguna de SS. SS. considera oportuno formular 
algo sobre el tema, se ha traído a esta Comisión. En todo 
caso irá al próximo orden del día a efectos de propuestas 
de resolución. 

¿El señor Presidente quiere decir algo? 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): Quería aclarar simplemente que 
el Tribunal de Cuenas en aquel informe, que fue retirado 
para cumplir este trámite de alegaciones, se manifestaba 
en el sentido de que no se habían cumplido los objetivos 
a los que la empresa se había comprometido y que justi- 
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ficaron los beneficios que obtuvo, es decir, la subvención, 
y se pidieron alegaciones. En éstas, Constructora de Equi- 
pos Eléctricos, S .  A., antes General Eléctrica, comienza 
diciendo que reconoce en primer lugar la exactitud de to- 
dos los datos y hechos recogidos por el Tribunal de Cuen- 
tas en su proyecto de informe; asimismo, agradece la 
oportunidad que ese Tribunal le ha concedido para expo- 
ner las alegaciones que considere oportuno y que se de- 
sarrollan a continuación. 

En las conclusiones dice: las desviaciones y su cuanti- 
ficación detectadas por el Tribunal en su proyecto de in- 
forme son incuestionables. Consiguientemente, y como el 
Tribunal lo único que tenia que decir era si se habían 
cumplido o no las condiciones que determinaban la sub- 
vención, a la vista de las alegaciones, el Tribunal de Cuen- 
tas acuerda en su pleno del mes de diciembre que no ha 
lugar a introducir ninguna modificación en el informe 
previsto. 

Nada más que esto es lo que tiene que decir el Tribu- 
nal, y así lo ha manifestado. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Pre- 

¿Alguna de S S .  SS. desea intervenir? (Pausa.) 
Tiene la palabra el señor García Royo. 

siden te. 

El señor CARCIA ROYO: En primer lugar, quiero de- 
jar constancia, porque hubo testimonio de mi ausencia, 
de que regresé inmediatamente terminada la Junta de 
Portavoces. 

En segundo lugar, y en cuanto al tema de las inversio- 
nes previstas que se recogen en el punto primero del re- 
sumen, se habla de que las inversiones previstas para tres 
ejercicios eran de 1.790 millones, con un grado de cum- 
plimiento de nada más que del 39 por ciento. Este Sena- 
dor quiere saber si esa diferencia de previsión presupues- 
taria para inversión real se ha pasado a resultas del ejer- 
cicio siguiente o está pendiente de aplicación por algún 
concepto; si ha Sufrido algún desvío, si se ha aplicado a 
otro concepto presupuestario que no sea precisamente el 
Capítulo VI, de inversiones reales. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): No le puedo contestar en este mo- 
mento. Cuando formule la petición, el Consejero Q U ~  di- 
rigió la fiscalización se lo podría aclarar perfectamente. 

ünicamente quiero insistir en que en las alegaciones se 
explica por qué no se ha cumplido, pero esta cuestión no 
era la Que el Tribunal tenia que considerar. Ellos expli- 
can por qué han incumplido. Quizás no se debieron im- 
poner esas obligaciones. Pienso que quizá no se debieron 
comprometer, etcétera, pero no es un problema del Tri- 
bunal. El Tribunal emitió s u  dictamen, recibió las alega- 
ciones, ratifica el informe y aclarará al señor parlamen- 
tario en cuestión. que le ruego me formule en forma 
reglamentaria. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra cl scñor 
Jordano. 

El señor JORDANO SALINAS: Quiero pedir una acla- 
ración, aunque no sé si el Presidente del Tribunal estará 
en condiciones de hacerlo. 

Hay un cambio de la titularidad de las acciones, que es 
paralelo al cambio de titularidad de Senemesa y de Ca- 
demesa, antiguo Westinghouse. Parece que actualmente 
el cien por cien de las acciones está en poder de una so- 
ciedad italosuiza. Quisiera preguntar si tiene alguna in- 
cidencia el no haber realizado las inversiones con el cam- 
bio de titularidad o si, por el contrario, el cambio de :!- 
tularidad es puramente fiduciario a los solos efectos de co- 
locar esas acciones, lo que explica el hecho de que el pro- 
pietario no haya cumplido el plan de inversiones a que se 
comprometió. 

El señor PRESIDENTE DEL TRIBUNAL DE CUEN- 
TAS (Fernández Pirla): La cuestón que me plantea el se- 
ñor parlamentario trasciende del contenido de la fiscali- 
zación de la subvención, que está acotado, naturalmente. 

No tengo información sobre el tema para contestarle, 
pero, evidentemente, y dentro de nuestras posibilidades, 
puede ser objeto de fiscalización. Es un tema completa- 
mente uex novo» y, si los señores parlamentarios lo juz- 
gan importante y trascendente y hay alguna presunción 
en el sentido que apunta el señor parlamentario, se nos 
puede proponer la fiscalización y, dentro de nuestras po- 
sibilidades, será cumplida. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. 

Ninguna otra solicitud. ¿No es cierto? Vamos a suspen- 
der la sesión un minuto. No se vayan los señores parla- 
mentarios, porque tengo la impresión de que las votacio- 
nes, dada la hora, serán rápidas. Agradezco, cómo no, la 
presencia, como siempre, del señor Presidente del Tribu- 
nal y de los que le han acompañado. Muchas gracias. 
(Pausa.) 

SOLICITUD DE FISCALIZACION DEL AYUNTAMIEN- 
TO DE VALDELOSA 

El señor PRESIDENTE: Entramos en la parte de adop- 
ción de decisiones, previo debate de los distintos puntos 
incluidos en el orden del dia. 

El primer punto es la solicitud de fiscalización formu- 
lada por el Ayuntamiento de Valdelosa. El texto de la so- 
licitud lo tienen sus sefiorías. Se trata de una solicitud 
cursada a esta Presidencia de la Comisión por el Alcalde 
Presidente de esta corporación en noviembre de 1987, que 
señala que es deseo de la corporación conocer profunda- 
mente la gestión económico-financiera de1 Ayuntamiento 
durante el período 1976-1986, a fin de poder determinar 
-dice-la situación actual del mismo. Se pide que se 
adopte el acuerdo de solicitar del Tribunal de Cuentas un 
informe selectivo de la gestión económica del Ayunta- 
miento citado en el período referido. Se acompaña una 
certificación de la Secretaria de la corporación en la que. 
se da fe de que cn la sesión celebrada por dicha corpora- 
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ción el 21 de octubre de 1987 se acordó por unanimidad 
de los miembros presentes solicitar del Tribunal de Cuen- 
tas el informe que el Alcalde nos pide en base a este 
acuerdo. 

Asf pues, lo que tenemos que hacer, si ustedes lo con- 
sideran oportuno, es intervenir y, en todo caso, votar (esto 
es imprecindible). ¿Hay alguna solicitud de palabra? Tie- 
ne la palabra el señor Padrón. 

El señor PADRON DELGADO: El criterio de nuestro 
Grupo es, si efectivamente es un acuerdo plenario, votar- 
lo favorablemente. En todo caso, se debe hacer constar al 
propio Ayuntamiento que hubieran podido hacerlo direc- 
tamente, sin tener que celebrar este trámite, o hacer la pe- 
tición por conducto de la Comisión Mixta de relaciones 
con el Tribunal de Cuentas. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Zárate. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: A la vis- 
ta de la intervención del portavoz del Grupo Socialista, 
que entiende que bastaba la voluntad del Ayuntamiento 
para provocar la auditoría, he de manifestar que tengo en- 
tendido que no es así. Tiene que ser la Asamblea legisla- 
tiva, de la comunidad autónoma o la propia Comisi6n, 
nunca directamente. Lo digo para que quede constancia. 

El señor PRESIDENTE: Para que quede constancia, 
esta Presidencia aclara que el artículo 45 de la Ley Or- 
gánica 2/1982 establece tres vías. Primera, que el Tribu- 
nal así lo acuerde. Segunda, la decisión de las Cortes Ge- 
nerales. Tercera (no sé si el orden es el que yo sigo), la de- 
cisión de la Asamblea legislativa de la comunidad au- 
tónoma. 

Entiendo que el señor Padrón, aunque s610 sea por re- 
duccionismo, practicado hasta el momento, quería decir 
que el Ayuntamiento se podía haber dirigido al Tribunal 
para que, si éste lo consideraba, la hiciera solicitud suya 
la solicitud. Pero, dicho sea entre paréntesis, el Tribunal 
habitualmente viene no haciendo suyas las peticiones que 
le dirigen las corporaciones, entre otras causas por una ra- 
zonable, que comparto, que es la de que es tal la canti- 
dad de trabajo que si se abre, por así decirlo, una espita, 
el correspondiente departamento de corporaciones loca- 
les no va a poder llevar adelante aquellas fiscalizaciones 
de carácter selectivo que tiene previsto desarrollar. 
NO obstante, el Tribunal -yo he mantenido alguna con- 

versación informal con el Presidente del Tribunal de 
Cuentas sobre este particular- no tiene el menor incon- 
veniente -no podría tenerlo, pero, en todo caso, lo ven 
con buenos ojos- en que sea esta Comisión o una Asam- 
blea legislativa de comunidad autónoma la que le haga 
esta indicación. 

Quiero decirle que cuando un ayuntamiento se dirige 
al Tribunal solicitando una fiscalización, aparte de exigir 
los requisitos de acuerdo de Plcno, ctcktera, contesta en 
todo caso y utiliza una especie de pauta dc respuesta cn  

la que no se descarta nunca que se pueda incluir ese ayun- 
tamiento entre sucesivas fiscalizaciones selectivas y se de- 
jan abiertas, informativamente, para quien promueve la 
fiscalización, otras vías de carácter jurisdiccional -si es 
que así se puede llamar-, de enjuiciamiento en el marco 
del Tribunal, en el supuesto de que se entienda que existe 
algún quebranto a los caudales públicos. 

Asimismo he de señalar que el Tribunal viene consta- 
tando, por lo que se me dice, que en gran número de ca- 
sos el problema no es tanto la realización formal de una 
fiscalización que permita evaluar la gestión de una deter- 
minada entidad en un período concreto, sino la carencia 
de documentos, que impide formar el primer estado eco- 
nómico que a su vez permita hacer el juicio. El Tribunal 
no tiene por qué suplir esa función, que lógicamente pa- 
rece ser más propia de las de tutela y asistencia que a las 
corporaciones locales en esta materia pueden prestar las 
comunidades autónomas. 

Esto, a título informativo y sin que pretenda abrir un 
debate. Lo digo para centrar la cuestión. 

No habiendo más solicitudes de palabra, se somete a 
votación. 

Efectuada la votaclbn, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada por una- 
nimidad. 

SOLICITUD DE FISCALIZACION DEL AYUNTAMIEN- 
TO DE GAUCIN (MALAGA) (390/000292) 

El señor PRESIDENTE: Seguidamente, pasamos a la 
petición del Ayuntamiento de Gaucíri, provincia de Mála- 
ga, en la que el señor Alcalde (ésta es muy reciente y ha 
entrado rápidamente en el *horno» por coincidencia de 
fechas) da cuenta de que en sesión celebrada el 21 de sep- 
tiembre se informó al Pleno de una serie de hechos y el 
27 de noviembre, tras un analisis de las presuntas irregu- 
laridades contables, se acordó solicitar de V.  E. (entien- 
dase del Presidente, dice, de las Cortes Generales, figura 
que no existe, pero, en todo caso, se entiende que es el del 
Congreso) tenga a bien pedir se realice una auditoría por 
el Tribunal. Se acompaña la certificación del acuerdo, ex- 
pedida por la Secretaría de la corporación, donde.se re- 
fiere a una serie de puntos que van desde la retribución 
a los miembros de la corporación al pago a una empresa 
electrificadora, deudas con el MUNPAL, problemas de 
contabilidad general, problemas de venta de corcho, la 
pista polideportiva, la piscina, las deudas de fluido eléc- 
trico, etcétera. 

¿Posiciones al respecto; solicitud de palabra? (Pausa.) 
N o  habiéndolas, se somete a votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dijo: 

El señor PRESIDENTE: Sc aprueba la solicitud y nos 
dirigiremos al Tribunal solicitándole estos datos. 
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PROPUESTAS DE RESOLUCION: 

- a) DICTAMEN CUENTA GENERAL DEL ESTADO 
1983 

El señor PRESIDENTE: Propuestas de resolución. Ya 
hemos eliminado la última, Comunidad Autónoma de 
Cantabria (lo digo para aquellos que se han incorporado 
tarde a la reunión) y nos quedan las relativas a la Cuenta 
General del Estado. 

Recordarán ustedes que en la anterior sesión aproba- 
mos el dictamen de la Comisit~n, ya se ha publicado, y 
ahora estamos pendientes de la Cuenta General del Esta- 
do. A la Cuenta General del Estado, si no estoy equivoca- 
do, hay una presentada por el CDS, otra presentada por 
el Grupo Socialista, otra de Minoría Catalana y otra del 
Grupo Popular. 

Por el Grupo de Minoría Catalana, el señor Cuatreca- 
sas i Membrado tiene la palabra. 

El seiior CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Ya en el de- 
bate que tuvimos sobre la Cuenta General del Estado en 
la sesión anterior de la Comisión expusimos nuestro cri- 
terio en el sentido de que, compartiendo la resolución que 
proponía en su informe el Tribunal de Cuentas de apro- 
bación de la Cuenta General del Estado para 1983, que 
también se expresa en el informe de Ponencia, no parecía 
lógico -subraya- que las salvedades y excepciones de in- 
fracciones que el propio Tribunal de Cuentas -después 
de hacer esta propuesta de aprobación de la Cuenta Ge- 
neral del Estado de 1983- no fuesen ponderadas por esta 
Comisión y tuviesen alguna plasmación concreta en el 
dictamen que la Comisión haya de elevar en definitiva a 
resolución de las Cámaras. 

Mi Grupo ha concretado, por tanto, esta petición de 
plasmación en el dictamen que la Comisión emita sobre 
la Cuenta General del Estado de 1983, en esta concreta pe- 
tición de que la Intervención General del Estado efectúe 
las procedentes correcciones, dando cuenta a estas Cortes 
Generales del resultado de las mismas. 

Evidentemente, se destacan por parte del Tribunal de 
Cuentas como salvedades y excepciones de infracciones 
de la normativa presupuestaria financiera una serie de he- 
chos que tienen una clarísima dimensión contable; como 
mínimo, una clarísima dimensión contable. No vale la 
pena en este momento, porque me parece que está pre- 
sente en todos los miembros de esta Comisión, la enume- 
ración de estas salvedades y excepciones de infracciones, 
pero simplemente, a titulo de ejemplo, el hecho de que 
quedan pendientes de contraer deudas con CAMPSA y 
RENFE por importe de 19.000 millones de pesetas, el he- 
cho de que no ha sido formalizado en el presupuesto de 
gastos préstamos del Federal Financial Bank, la incorrec- 
ta imputación temporal de los intereses y amortizaciones 
derivados del endeudamiento público, el hecho concreto 
de la falta de coordinación entre los datos que figuran en 
la liquidación presupuestaria y la cuenta general de la 
deuda, etcétera, son elementos quc tienen una clarísima 
repercusión contable, tanto por cl hecho de las infraccio- 
nes y las excepciones que ahora se manifiestan, como por- 

que, qué duda cabe, lo Iógico,es que, tras la exposición 
que hace el Tribunal de Cuentas subrayando estas situa- 
ciones, ello se corrija, y la Intervención General del Esta- 
do es el órgano que tiene encomendada esta misión. No 
solamente es la que aprueba por resolucibn el plan con- 
table de la Administración del Estado, como lo hizo en 
1983, sino que es la que hace la propuesta al Ministerio 
de Hacienda de cuantas actuaciones se deban acometer 
en este campo. Pero, lógicamente, a ella corresponde tam- 
bién el que todas estas salvedades, infracciones y excep- 
ciones que subraya el Tribunal de Cuentas tengan una tra- 
ducción contable posterior para cerrar una situación pre- 
supuestaria financiera de 1983, porque mal cerrada que- 
daría si no hubiese un reflejo contable de lo que el Tri- 
bunal de Cuentas ha planteado. 

Por esto proponemos esta resolución; en definitiva, que 
la Intervención General del Estado actúe, y nos da la sen- 
sación, por las propuestas de resolución que hemos visto 
de otros Grupos de la Cámara, que en el fondo éste sería 
también un criterio compartido. 

El señor PRESIDENTE: El señor Zárate, en nombre del 
Grupo del CDS, tiene la palabra. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: La pro- 
puesta de resolución del Grupo CDS tiene varios aparta- 
dos que afectan, en primer lugar, a la procedencia de in- 
corporar todos los documentos que deben integrar la 
Cuenta General, evitando la situación planteada en el año 
1983, donde faltan diversas cuentas de organismos autó- 
nomos, incluso las responsabilidades que tendrían auto- 
ridades y funcionarios, según la Ley General Presupues- 
taria, por no aportar las cuentas y documentos exigidos. 

La necesidad, en segundo lugar, de periodificar adecua- 
damente las operaciones dentro del ejecicio y el cumpli- 
miento de una orden del ano 1982 para la formalización 
de los préstamos del Federal Financial Bank; la necesi- 
dad de llevar a presupuestos aquellas operaciones extra- 
presupuestarias que se mantienen sin formalizar, que en 
este ejercicio superan los 100.000 millones de pesetas: la 
conveniencia de erradicar la práctica de las cajas «B», 
como se denuncia en la declaración definitiva de la C.uen- 
ta, y asimismo, aun cuando la aprobación de la Cuenta se 
refiera al año 1983, es evidente que del contenido de las 
consideraciones del informe del Tribunal se deducen ex¡- 
gencias de buena administración, y por parte fundamen- 
talmente de la Intervención General que, repito, aunque 
sean del año 1983, deben tomarse en consideración a par- 
tir de su aprobación por las Cámaras. 

El señor PRESIDENTE: La señora Rudi tiene la pala- 
bra para defender las propuestas de resolución del Grupo 
Popular sobre la Cuenta General del Estado. 

La señora RUDI UBEDA: Mi Grupo ha presentado una 
propuesta de resolución que consta de cinco apartados y 
3bserva, viendo las propuestas de resolución de algunos 
Jtros Grupos, que algunos puntos son coincidentes con la 
que nosotros presentamos ya a primeros de febrero. 

En el punto primero volvemos a hacer hincapié ante un 
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aspeecto que ya denunciamos y presentamos propuesta 
de resolución, aunque no con mucho éxito, en lo que res- 
pecta a la Cuenta General de 1982. 

Realmente el Tribunal vuelve a denunciar que hay am- 
pliaciones de crédito que han afectado a partidas presu- 
puestarias y que resultan innecesarias. Es un vicio, si lo 
podemos denominar así, de la Administración que viene 
ocurriendo una y otra vez y que sin embargo se observa 
que no es necesario ni correcto. 

Por ello, mi Grupo, y defendiendo el criterio político 
que ha defendido siempre en todos los debates de Ley de 
Presupuestos, entiende que los Presupuestos Generales 
del Estado se deben realizar con un mayor criterio de rea- 
lismo que no dé lugar a estas teóricas necesidades de am- 
pliaciones de crédito, que luego se ve que no son tales, y 
de esta forma su ejecución se pueda ajustar estrictamen- 
te de acuerdo con lo presupuestado. Por ello entendemos 
que las leyes de presupuestos de cada año en su texto ar- 
ticulado deben, en su caso, salvar las lagunas que la Ley 
General Presupuestaria presente al objeto de conseguir el 
cumplimiento de este objetivo. 

Venimos viendo, al comprobar las ejecuciones de los 
presupuestos, que en muchas ocasiones poco se parece a 
lo que aprobamos en el Congreso y posteriormente en el 
Senado con las distintas cifras que después se ejecutan o 
se realizan. Este es un aspecto importante que mi Grupo 
no se cansará de defender y que lo seguirá manteniendo. 

En el punto segundo lo que defendemos es una verifi- 
cación de gastos, pero con una mayor amplitud. En los 
ejercicios de 1982 y 1983 fue denunciado por el Tribunal 
de Cuentas las diferencias originadas por cobros y pagos 
que se imputan al ejercicio y cuyo devengo no correspon- 
de a tal. La verdad es que nos da una imagen que no es 
fiel del resultado del ejercicio. Por ello, entendemos que 
aunque para los ejercicios pasados no es posible, a partir 
del corriente los criterios de contabilización deben respe- 
tar este período de devengo y en la Cuenta General del Es- 
tado debe aparecer con claridad el resultado de este ejer- 
cicio, el originado por ingresos y pagos devengados en el 
mismo y cuál es el resultado final, con superávit o défi- 
cit, en el cual indudablemente tienen su incidencia ingre- 
sos y pagos no devengados en el ejercicio del que ha- 
blamos. 

Hay un tercer aspecto que recoge una de las puntuali- 
zaciones del Tribunal de Cuentas al hablar de que hay 
una descoordinación total entre los datos que figuran en 
la liquidación presupuestaria y en la Cuenta General de 
la Deuda. 

Si tenemos en cuenta que en los últimos cinco o seis 
años el importe de la deuda general del Estado se ha mul- 
tiplicado de una forma alarmante, es realmente preocu- 
pante que no haya esa coordinación contable. Por ello en- 
tendemos que es estrictamente necesario que la Interven- 
ción General del Estado y, en su caso, el Ministerio de 
Economía adopten con la mayor urgencia posible las me- 
didas necesarias que permitan la debida coordinación. 

En el punto cuarto defendemos un criterio que ya va 
siendo vicio: su falta en toda la contabilidad de la Admi- 
nistración. Normalmente el Ministerio de Economía no 

' 

tiene fijados criterios de amortización en el caso de los in- 
movilizados del Estado y de los distintos organismos au- 
tónomos. Entendemos que ya va siendo hora y que es ur- 
gente que se fijen esos criterios de amortización para que 
en cada ejercicio contable se pueda adoptar la provisión 
de estos fondos de amortización. 

En el punto quinto planteamos una propuesta de reso- 
lución que nos viene dada por la experiencia que estamos 
teniendo los miembros de la Ponencia. Según el acuerdo 
de la Mesa del Congreso de los Diputados y del Senado, 
se crea esta Comisión al objeto de estudiar la Cuenta Ge- 
neral del Estado de cada año. Nos encontramos, por una- 
parte, con que nos llega una información del Tribunal de 
Cuentas y a los ponentes no nos queda más que darla por 
buena, sin antecedentes suficientes que nos permitan co- 
nocer y formar una opinión fundada. Por ello lo que pre- 
tende mi Grupo en este apartado, de cara a las Cuentas 
Generales del Estado de 1984 y sucesivos, es que a la Po- 
nencia que se forme dentro de esta misma Comisión no 
le llegue solamente el informe del Tribunal de Cuentas, 
sino toda aquella documentación referida a este asunto y 
sobre todo las alegaciones y los fundamentos de las mis- 
mas de la Intervención General del Estado. Y si fuera ne- 
cesario, solicitamos la previa audiencia del Tribunal de 
Cuentas y de la Intervención General del Estado en dicha 
Comisión. Lo que mi Grupo pretende con esta cuestión es 
hacer más operativa y acercar más a la realidad el traba- 
jo de esta Ponencia para que el informe de la Comisión 
Mixta responda realmente a criterios bien fundados, por- 
que el tema haya sido estudiado con detalle. 

El señor PRESIDENTE: Para defender las propuestas 
del Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Padrón. 

El sefior PADRON DELGADO: Entiendo que es un tur- 
no de defensa de nuestras propias propuestas y de con- 
testación a las restantes. 

En principio, con respecto a la primera propuesta de- 
fendida por el Grupo de Minoría Catalana, en la que se 
pide que la Intervención efectúe una serie de correccio- 
nes, tendríamos que aclarar que este trámite debiera ha- 
berse efectuado en petición por escrito en el trámite de Po- 
nencia. Bien es verdad que los miembros de la Ponencia 
para el informe de la cuenta han querido acelerar al máxi- 
mo la presentación de dictamen para la aprobación de la 
cuenta del 88, que ya se viene produciendo con cierto re- 
traso y que, por razones de calendario, no pudimos hacer 
durante el año 1987. 

En la presentación de la cuenta del año 1982 se le im- 
putó al Grupo Socialista la voluntad de querer falsear los 
datos de liquidación del Ejercicio, imputando un mayor 
déficit del que ellos entendían que se correspondía con la 
realidad. Nosotros, que hemos requerido por vía interna 
información de la Intervención General de la Administra- 
ción del Estado, estamos en condiciones de aclarar que 
muchas de las aseveraciones que hace el Tribunal de 
Cuentas en la declaración definitiva, tanto en la formula- 
ción de ingresos como de gastos que estima erróneos el 
Tribunal o que estima no adecuadas, si computamos las 
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partidas al debe y las partidas al haber, tendríamos que 
el déficit sería menor, puesto que tanto en un caso, con 
respecto a los gastos de los créditos a la exportación, como 
la no contabilización de los ingresos correspondientes a 
los anticipos al Instituto de Crédito Oficial por 50.795 mi- 
llones, como los beneficios de la acufiación de moneda, 
como los ingresos procedentes de la Jefatura de Tráfico, 
que todos tienen una base legal, incidirtan de una forma 
más favorable para la propia Administración a la hora de 
presentar el déficit, a la hora de decir que en el ano 1983 
el déficit sería menos que el que ha presentado en la li- 
quidación. Pero han ocurrido una serie de hechos y de jus- 
tificaciones que han motivado el que se presente la cuen- 
ta como se ha hecho, Por tanto, no vamos a aceptar la pro- 
puesta del Grupo Minoría Catalana y daremos más am- 
plia explicacibn, detalle por detalle y partida por parti- 
da, de lo que el Grupo de Minoría Catalana propone. 

Con respecto al CDS, tengo que decir que su propuesta 
de resolución primera no resulta necesaria. Más fuerza le- 
gal tiene lo establecido en la Ley General Presupuestaria, 
lo establecido en la Ley Orgánica del Tribunal de Cuen- 
tas y en la Ley de funcionamiento que está a punto de ser 
aprobada definitivamente por el Congreso, que lo que es- 
tablece aquí, que es el cumplimiento de los plazos previs- 
tos para las rendiciones de las cuentas. 

En la resolución segunda se refiere a la imputación 
correcta a los ejercicios de los gastos que corresponden a 
los mismos. Esto viene recogido en una propuesta de re- 
solución de nuestro Grupo y, por tanto, no resulta ne- 
cesario. 

En el punto tercero hace referencia al tema del déficit 
de los organismos autónomos y, por tanto, la estricta con- 
tabilización en los ejercicios de las cuentas presupuesta- 
rias y no extrapresupuestarias de estos organismos, que 
también viene recogida en una propuesta nuestra. 

La propuesta número cuatro se refiere al tema plantea- 
do en una fiscalización selectiva de las Cajas «Bu. Hay 
una propuesta de resolución aprobada con respecto a este 
tema y, por taqto, no resulta necesaria, puesto que el in- 
forme selectivo del Tribunal de Cuentas se refería al exa- 
men parcial de cuentas rendidas en las liquidaciones de 
la Cuenta General del Estado. 

El punto quinto, por supuesto, no resulta necesario, 
puesto que las propuestas de resolución tienen su pleno 
vigor en el momento en que se aprueban. 

El Grupo Popular tiene unas propuestas coincidentes 
con las nuestras en cuanto al tema de la coordinación con- 
table, que figura en una propuesta nuestra. En cuanto a 
la propuesta número cuatro, para que Hacienda estable/,- 
ca criterios para las dotaciones de amortización, tambikn 
figura en una propuesta nuestra, pero no en cuanto a la 
provisión de la dotación, puesto que en los organismos au- 
tónomos no se efectúan propuestas de dotacidn para 
amortización, sino que pedimos la fijación de un criterio 
para amortización contable de los activos en los organis- 
mos autónomos. 

Con respecto a otras propuestas, creo que el caso dc la 
liquidación presupuestaria de la cuenta general de la dcu- 
da también viene recogido en nuestra propuesta. El resto 

de los puntos, en cuanto a que la Ponencia reciba los da- 
tos correspondientes de la Intervención General del Esta- 
do, creo que éste es un tema de funcionamiento de la Po- 
nencia, como he dicho anteriormente, y no es necesario 
plantearlo en una propuesta de resolución. 

Las propuestas presentadas por el Grupo Socialista, en 
número de nueve, vienen a recoger aquellos puntos que 
tanto en la declaración definitiva como en el informe 
anual destaca el Tribunal. Así, por ejemplo, el que figu- 
ren las deudas contraídas por parte de la Administración 
con CAMPSA y RENFE; de una mejor y eficaz coordina- 
ción contable entre los datos que figuran en la liquida- 
ción presupuestaria y los datos de la deuda, punto resal- 
tado también por el Grupo Popular; el tema de la conta- 
bilización en los ejercicios presupuestarios de todas aque- 
llas operaciones propias de ese ejercicio, evitando opera- 
ciones extrapresupuestarias; igual requerimiento al Go- 
bierno para la coordinación en los órganos de agentes pa- 
gadores y receptores en operaciones de transferencias de 
organismos autónomos y del propio Estado; el tema de la 
Deuda, que ya he mencionado y que figura también reco- 
gido en una propuesta del Grupo Popular; el exacto cum- 
plimiento de la contabilidad en las cuentas de los orga- 
nismos autónomos, evitando que en la cuenta de deudo- 
res y acreedores extrapresupuestarios se reflejen opera- 
ciones no correspondientes a las de dicho ejercicio; el 
tema de las amortizaciones, en la propuesta número sie- 
te. Y luego la número ocho yo creo que es muy importan- 
te, se refiere a que se establezca un desarrollo reglamen- 
tario para efectuar un seguimiento y control de las sub- 
venciones que se conceden en el artículo 48 de la Ley de 
Presupuestos a personas, a familias e instituciones de lu- 
cro, consistentes en subvenciones por diversos motivos, 
que por falta de desarrollo legislativo del artículo 80 de 
la Ley General Presupuestaria y del artículo 1 ." del Decre- 
to 2784164 está carente de unas normas que puedan ser- 
vir para el control y seguimiento de estas subvenciones. 

Por último, en la propuesta número nueve, y dado que 
en este ejercicio tampoco se va a aprobar la cuenta de 
1983 y, por tanto, ya son.cuatro los ejercicios en los que 
no se aprueba la cuenta de la Seguridad Social, se requie- 
re al Gobierno para que la comisión creada a tal efecto 
rinda durante este período la conciliación y depuración 
de los saldos de las cuentas de la Seguridad Social corres- 
pondientes a este ejercicio a fin de que el Tribunal de 
Cuentas pueda pasar el informe correspondiente y proce- 
der o bien a la aprobación o bien al rechazo de la cuenta 
de la Seguridad Social de GSOS ejercicios. 

Estas son las nueve propuestas que formula el Grupo 
Socialista, lamentando en unos casos, porque ya se con- 
templan en nuestras propias propuestas, la no aceptación 
de las de otros grupos por las razones aducidas que po- 
dre ampliar v ampliaremos en las sesiones del Pleno del 
Congreso v del Senado. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Cual recasas. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Señor Presi- 
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dente, cuando el representante del Grupo Socialista ha 
manifestado la opinión de su Grupo de no aceptar nues- 
tra propuesta de resolución me ha parecido entender que 
si bien no estaba en desacuerdo en cuanto a esta petición 
respecto a la Intervención General del Estado, establecfa 
un criterio de procedimiento diciendo que esto quizá hu- 
biera debido debatirse en el trámite de Ponencia, y des- 
pués abundaba en que su Grupo, a través de un mecanis- 
mo interno, había obtenido una información importante 
que le llevaba al convencimiento (supongo que es lo que 
quería decir) de que algunas de estas salvedades, infrac- 
ciones y excepciones que plantea el Tribunal de Cuentas 
no son tales, porque había habido una explicación sufi- 
ciente en diverso sentido por parte de la Intervención Ge- 
neral del Estado. 

Yo creo, señor Presidente, que aquí se ha planteado un 
tema de procedimiento, que es importante, y a ello que- 
rfa ceñirme para responder a lo que el señor Padrón ma- 
nifestaba. Me da la sensación de que nosotros difícilmen- 
te podemos entrar en Ponencia en un debate en donde 
contemplemos, por un lado, la declaración definitiva del 
Tribunal de Cuentas, y, por otro lado, pidamos informa- 
ción complementaria, porque nosotros no estamos enjui- 
ciando el informe del Tribunal de Cuentas; lo aceptamos 
o no; si no lo aceptamos, le pediremos ampliaciones, que 
lo rehaga, pero no entramos en un debate que ya de he- 
cho se ha producido por la propia mecánica del Tribunal, 
porque cuando ha hecho la declaración definitiva, eviden- 
temente ha escuchado antes las alegaciones que la propia 
Intervención General del Estado pudiese manifestar. Por 
tanto, la única fórmula que nosotros tenemos diría que 
va un poco en este sentido de conocer la actuación conse- 
cuente con este informe del Tribunal de Cuentas por par- 
te de la Intervención General del Estado, y es lo que plan- 
teamos a nuestra propuesta de resolución. Y que conste 
que mi Grupo en absoluto enjuicia estas excepciones, sal- 
vedades e infracciones que aquí se contemplan. Es decir, 
si en el informe que la Intervención General del Estado 
enviase a estas Cámaras dijése: no ha creído procedente 
esta Intervención hacer ninguna corrección, y motivase el 
porqué afirma esto, mi Grupo lo aceptaría y no entraría 
en mayor debate sobre ello: tomaría nota de que la Inter- 
vención General del Estado ha estudiado con detenimien- 
to estas salvedades, infracciones y excepciones que aquí 
se plantean y no estima procedente ninguna corrección 
porque a su juicio ..., etcétera, etcétera. Lo único que no- 
sotros pedimos es que las Cortes Generales tengan infor- 
mación sobre ello. 

Señor Presidente, sinceramente me parece que se ha 
planteado aquí una cuestión de procedimiento importan- 
te, que algún otro grupo también ha tocado un poco de 
refilón, pero en la normativa, tal como ahora la tenemos, 
no creo que sea posible, en trámite de Ponencia, entrar 
por nuestra parte en un debate que reglamentariamente 
creo que ya no nos corresponde. La única vía que tenía- 
mos era esta propuesta de resolución con la petición que 
aquí se contempla. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Padrón. 

El señor PADRON DELGADO: La propuesta de Mino- 
ría Catalana no es que pida información; la propuesta 
pide que la Intervención efectúe las correcciones que en 
la declarCci6n definitiva efectúia el Tribunal de Cuentas. 

Efectivamente coincido con él en que en el modo de 
operar de la Ponencia quizá haya habido un propio fallo, 
y yo asumo la parte de culpa que me corresponda. Quizá 
en trámite de Ponencia debimos pedir un informe de la 
propia Intervención en donde contestase a aquellos aspec- 
tos que el Tribunal de Cuentas manifiesta en la declara- 
ción definitiva. Por tanto, asumo la parte de responsabi- 
lidad que me corresponde, pero bien es verdad que este 
tema posiblemente quede solventado en futuros ejerci- 
cios, porque, si no recuerdo mal, hay un artículo en la Ley 
de funcionamiento del Tribunal en donde los Diputados, 
aparte del informe del Tribunal de Cuentas, recibirán 
también las alegaciones del órgano fiscalizado, en este 
caso del órgano que rinde la cuenta, la Intervención Ge- 
neral de la Administración del Estado; y aunque así fuese 
y hubiésemos tenido las alegaciones, la verdad es que se 
suscitan en algunos aspectos cuestiones que a veces es di- 
fícil conciliar, porque hay un criterio contable del Tribu- 
nal de Cuentas y otro de la Intervención, y pongo por 
ejemplo la imputación, dentro del ejercicio, de la parte 
de intereses correspondientes a la deuda emitida, en don- 
de el Tribunal de Cuentas manifiesta que se debe conta- 
bilizar con el principio de devengo y la intervención con 
el principio de caja, que es el que se sigue en la adminis- 
tración de los Estados Unidos y de otros países europeos 
y es el que ha seguido la Administración española en to- 
dos los ejercicios pasados. Aquí hay diversas teorías jurí- 
dico-económicas en este sentido y posiblemente no fuera 
posible llegar a un acuerdo entre el Tribunal de Cuentas 
y la propia Intervención. Pongo esto como ejemplo sola- 
mente, pero le reitero al señor Cuatrecasas que le mani- 
festaré en el Pleno, en el momento de defender nuestras 
propias propuestas, aquellos aspectos de contestación, 
para nuestra valoración más que suficiente, por la que al- 
guno de los puntos que señala el Tribunal en la declara- 
ción definitiva no se han aceptado; otros, en cambio sí, y 
ello motiva que efectivamente el Grupo Socialista haya 
presentado -más que ningún grupo- nueve propuestas 
de resolución, que recogen en gran medida lo que mani- 
fiesta el Tribunal de Cuentas. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder a las vo- 
taciones. 

La señora RUDI UBEDA: Señor Presidente, para pedir 
votación separada de algunos puntos de las propuestas de 
resolución del Grupo Socialista y del CDS. 

El señor PRESIDENTE: Espere un segundo. iDe  Mino- 
ría Catalana no? 

La señora RUDI UBEDA: No. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a someter a votación, 
en primer lugar, la propuesta de Minoría Catalana. 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete; en contra, trece. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Pasamos seguidamente a la votación de las propuestas 

¿Para cuáles solicita S .  S .  votación separada? 
del Grupo del CDS. 

La señora RUDI UBEDA: De la segunda y la quinta. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a votar, en primer lu- 
gar, las propuestas primera, tercera y cuarta del Grupo 
del CDS. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 13. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
¿Tiene usted inconveniente en que votemos juntas la se- 

gunda y la quinta o quiere que se voten por separado es- 
tas dos propuestas? 

La señora RUDI UBEDA: Juntas. 

El señor PRESIDENTE: Votamos las propuestas segun- 
da y quinta del Grupo del CDS. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, seis; en contra, 13; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las pro- 

Votamos las propuestas de resolución de Coalición 
puestas segunda y quinta del CDS. 

Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, ocho; en contra, 13. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las pro- 

Votamos las propuestas de resolución del Grupo So- 

¿Cuáles quiere usted que votemos por separado, señora 

puestas de Coalición Popular. 

cialista. 

Rudi? 

La señora RUDI UBEDA: La número 3 y la número 7. 

El señor PRESIDENTE: Votamos las propuestas núme- 
ros 1 ,  2 ,4 ,  5, 6, 8 y 9 del Grupo Socialista. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 16; en contra, tres. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las citadas 

Votamos las propuestas 3 y 7 del Grupo Parlamentario 
propuestas del Grupo Socialista. 

Socialista. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 16; en contra, tres; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las citadas 
propuestas. 

Quiero decirles que anteriormente, cuando se dio la vo- 
tación en relación con la solicitud del Ayuntamiento de 
Gaucfn, no quedó cuantificada a efectos del *Diario de Se- 
siones» la votación. La votación fue favorable a la solici- 
tud de fiscalización cursada por el Ayuntamiento de Gau- 
cín por 22 votos a favor y una abstención. 

INVERSION DE 23.700 MILLONES DE PESETAS POR 
PARTE DEL MINISTERIO DE AGRICULTURA 

El señor PRESIDENTE: Propuesta de resolución sobre 
la inversión de 23.700 millones de pesetas por parte del 
Ministerio de Agricultura. Que se sepa hay una única pro- 
puesta del Grupo Socialista. 

¿Hay solicitud de palabra? (Pausa.) 
Tiene la palabra el señor Blasco. 

El señor BLASCO CASTANY: Simplemente para pre- 
sentar la propuesta de resolución y lo hago en nombre del 
Grupo ParlamentarCo Socialista. Estudiado el informe 
presentado por el Tribunal de Cuentas y visto que se ha 
cumplido la finalidad del acuerdo de Ministros con moti- 
vo  del crédito especial de 23.700 millones, no tenemos 
sino que presentar la oportuna resolución en base a que 
se ha cumplido esta finalidad. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Votamos la propuesta. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 19; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la propuesta 
del Grupo Socialista. 

La próxima reunión de la Comisión tendrá lugar el 
día 22 de marzo, de acuerdo con los criterios aprobados 
por la Mesa y Junta de Portavoces. 

Se levanta la sesión. 

Eran las trece horas y veinte minutos de la tarde. 
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